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JEAN-LUC BODIGUEL: Les Fonctions
publiques dans VEurope des dou-
ze. Librairie genérale de droit et
de jurisprudence. París, 1994,
177 páginas.

Desde hace algún tiempo, el estudio
comparado de las Funciones Públicas vie-
ne siendo objeto de atención por parte de
autoridades, investigadores y especialistas
de los distintos países que forman la
Unión Europea.

Recordemos, a vuela pluma, las aporta-
ciones de los coloquios de Pau, auspicia-
dos por el Centre de Recherches Adminis-
tratives d'Aix-Marseille • y el interés des-
pertado por el tema de la Comisión Euro-
pea con ocasión de las discusiones mone-
tarias y políticas de Maastricht.

Varias son, a nuestro juicio, las causas
que concurren en el surgimiento de este
acrecentado interés. De un lado, el hecho
de que la Unión Europea comporta una
exigencia de mayor calidad para los servi-
cios públicos de todos los países miem-
bros. Así, las decisiones de los agentes eco-
nómicos de implantarse en uno u otro país
dependen no sólo del nivel de las exaccio-
nes fiscales sino de la calidad comparada
de los servicios públicos respectivos (co-
municaciones, telecomunicaciones, trámi-
tes que se exigen para la apertura de em-
presas, etc.)... Estos servicios públicos es-
tán «animados» por personas, los agentes,
funcionarios o empleados públicos cuyas
actitudes y conductas son fundamentales
para hacer de los sistemas y procedimiento

algo más o menos dificultoso y comprensi-
ble al extranjero.

Una segunda razón, que no ha hecho si-
no comenzar, es la apertura de las Funcio-
nes Públicas a los nacionales procedentes
de otros países comunitarios. En el futuro
y para los «sectores abiertos»de cada Fun-
ción Pública, los funcionarios de otros paí-
ses podrán continuar sus carreras profesio-
nales en un país vecino, sin romper con su
Administración de origen, lo que planteará
problemas adicionales como la continui-
dad de sus carreras, la prestación social en
materia de jubilación o pensiones, etc.

Otra tercera causa o razón que quisiéra-
mos aquí destacar, es el interés recíproco
de cada país por conocer no tanto los esta-
tutos formales de personal, como lo que
JEAN-LUC BODIGUEL, el autor del libro que
comentamos, denomina «el espíritu» de
las Funciones Públicas. Ciertamente es re-
conocido que las Funciones Públicas de
cada país se hallan de tal forma ligadas a
la historia política, a la concepción del pa-
pel del Estado, a la estructura territorial
(centralizada, federalista, autonómica,
etc.), que parece tarea imposible pretender
no ya la unificación sino siquiera el acer-
camiento entre los diferentes estatutos de
personal de la Europa de los Doce (ahora,
de los Quince, tras el ingreso de Austria,
Suecia y Finlandia). En cada país, la Fun-
ción Pública depende de las tradiciones y
de su peculiar idiosincrasia. Así, por ejem-
plo, en Alemania, los agentes públicos no
tienen derecho de huelga y los altos fun-
cionarios están claramente politizados

' Centre de Recherches Administratives d'Aix-Marseille: L'Administration Publique en Europe. Editions du Centre
Nacional de la Recherche Scientifique. París, 1988 (recensión de MANUEL MARTÍNEZ BARGUEÑO en Revista de Estudios de
la Administración Local y Autonómica, n.° 250, abril-junio 1991).
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(funcionarios políticos). Otra cosa sucede
en el Civil Service Británico o en la recien-
te Reforma del Empleo Público en Italia,
por citar sólo algunos contrapuntos.

No obstante, en estos últimos años han
surgido algunos problemas comunes que
hacen que las Funciones Públicas europeas
sean objeto de una doble puesta en tela de
juicio: de un lado, la necesidad de reducir
sus costes para aliviar los angustiosos dé-
ficit presupuestarios y de otro, el cuestio-
namiento de su papel y legitimación ante
la sociedad, en paralelo con lo que sucede,
a nivel más alto, en relación con el papel y
la legitimidad del Estado. Partiendo de
ahí, todas las Funciones Públicas se en-
cuentran sometidas a parecidos procesos
de reforma o modernización (alguno de
los cuales encubren simples medidas qui-
rúrgicas de reducción de efectivos como
en Irlanda o Gran Bretaña), que incluyen
una mayor preocupación por la introduc-
ción de conceptos de productividad y efi-
cacia, así como la puesta en práctica de
importantes políticas de formación que
mejoren las capacidades y ejecuciones del
stock de los funcionarios públicos.

Este planteamiento previo sería sufi-
ciente respaldo para acoger con interés la
reciente publicación del libro que comen-
tamos. Como dice su autor, para la cons-
trucción de Europa es fundamental la con-
tribución de los casi 26 millones de perso-
nas que forman el conjunto de los agentes
públicos. Si bien numerosos trabajos ilus-
tran, con generalidad y en detalle, los sis-
temas de Función Pública más conocidos:
alemán, francés, británico, etc., es muy
poco lo que se conoce del sistema danés,
holandés, griego o portugués. El trabajo
de BODIGUEL Director de Investigación en
el CNRS y autor, entre otras publicacio-
nes, en colaboración con Luc ROUBAN Le
fonctionnaire détróné? L'Etat au risque de
la modernization. Paris, Presses de la
FNSP, 1991, viene a cumplir una doble
función: disponer de una primera síntesis
informativa sobre las Funciones Públicas
de los Doce y sobre la Función Pública co-
munitaria (no se incluyen informaciones
sobre Austria, Suecia o Finlandia, por ser
el texto redactado anterior a la fecha de la
última ampliación a 1 de enero de 1995) y
precisar los principios y los principales
puntos de sus respectivos regímenes jurí-

dicos, a través de una estructuración en
epígrafes que permite su lectura horizon-
tal de forma sintética. Se trata con ello de
«atrapar» no tanto los detalles o rasgos
particulares del sistema como su «espíri-
tu» de más lenta modificación que las re-
formas formales.

La lectura de este documento resulta es-
pecialmente oportuna en nuestro país, por
encontrarnos en los prolegómenos de lo
que pudiera ser una nueva reforma del
modelo de Función Pública hasta ahora
vigente. Todavía está reciente la celebra-
ción, formando parte de la segunda fase
de la negociación Administración-Sindica-
tos, de unas Jornadas de Análisis de Fun-
ción Pública (20.10-15.12.1994) en las que
se examinaron los principales modelos de
Función Pública comparada (Alemania,
Francia, Gran Bretaña, Italia y Suecia) y
cuyas principales informaciones, estructu-
radas en forma parecida a las del libro que
comentamos, se han recogido en el docu-
mento «Modelos de Función Pública com-
parada» (Dirección General de la Función
Pública. Febrero de 1995).

Con estas lecturas y el seguimiento que
diariamente hace el Boletín de Informa-
ción de las principales noticias referidas a
las Funciones Públicas en estos países, po-
demos considerar que hemos «tomado el
pulso» al conocimiento del Derecho y de
los mecanismos europeos de la Función
Pública.

MANUEL MARTÍNEZ BARGUEÑO

BASSOLS COMA, Martín, Las obras
públicas y el urbanismo. Los ac-
tos de uso del suelo y la ejecución
de obras promovidas por la Admi-
nistración del Estado. Dirección
General para la Vivienda, el Ur-
banismo y la Arquitectura, Minis-
terio de Obras Públicas, Trans-
portes y Medio Ambiente, Ma-
drid, 1994, 154 páginas.

1. EL AUTOR

Evidentemente, el profesor BASSOLS no
necesita presentación. Desde su amplia-
mente conocida Génesis y evolución del De-
recho urbanístico español, su obra urbanís-
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tica, de vivienda, ordenación del territorio
o medioambiental ha sido constante; sólo
en las referencias contenidas en el libro que
se comenta figuran, al menos, diez obras
suyas, lo que confirma su alta cualifícación
y su especial relevancia entre los tratadistas
doctrinales del Derecho urbanístico.

2. EL TEMA

La institucionalización del Estado de las
Autonomías, tras la Constitución Españo-
la, ha producido importantes cambios en
las estructuras territoriales y administrati-
vas, de manera que, poco a poco, se han
ido adecuando los mecanismos para el
ejercicio exclusivo o compartido de las
competencias (legislativas o ejecutivas) en
las diferentes materias de la acción públi-
ca. El suelo es, por supuesto, un elemento
de esencial importancia: conforma los es-
pacios, soporte de las actividades, y los di-
versos canales, base de las comunicacio-
nes. Dicho de otra forma, sobre cada me-
tro cuadrado de suelo pueden ejercer com-
petencias legislativas las diferentes Cáma-
ras; y, más concretamente, competencias
ejecutivas las diferentes Administraciones
públicas y sus organismos dependientes:
Administración General del Estado, Admi-
nistraciones de las Comunidades Autóno-
mas (CCAA) y Administración Local, prin-
cipalmente, Ayuntamientos y Diputacio-
nes. El posible conflicto de competencias,
por pretendida prioridad de los intereses
defendidos por cada nivel territorial de la
Administración surge con toda claridad en
el caso de las actuaciones sectoriales (ca-
rreteras, obras hidráulicas, etc.) en rela-
ción con la ordenación territorial y, sobre
todo, con la urbanística de ámbito munici-
pal. En particular, la obligatoriedad de so-
licitud de licencia urbanística, como modo
de control de la disciplina urbanística mu-
nicipal, para las obras y usos del suelo rea-
lizados por los particulares, se cuestiona
en determinados casos, si el sujeto actuan-
te es una Administración pública.

3. LA OBRA

En este ámbito se enmarca el libro del
profesor BASSOLS que se recensiona. Se en-

frenta, precisamente, con uno de los as-
pectos capitales en el Estado autonómico,
cual es el modo de resolución de los con-
flictos interadministrativos con afectación
espacial.

Consta de ocho capítulos, siendo el pri-
mero una introducción y el último unas
consideraciones finales. Se inicia el traba-
jo con la indicación de su origen, cuyo as-
pecto fundamental era el análisis de la ne-
cesidad o innecesariedad de la obtención
de licencia urbanística para las obras pú-
blicas promovidas por el Estado, así como
de la aplicación del art. 180.2 LS76 (como
norma de resolución de conflictos), así co-
mo la búsqueda, de lege ferenda, de posi-
bles soluciones para una más operativa re-
solución de tales conflictos.

En el capítulo segundo se estudia, con
amplio bagaje jurídico-histórico, el con-
cepto de «obra pública» que, en caso de
ser promovida por una Administración
Pública, tiende normalmente a perseguir
un «interés territorial», por lo que reclama
un tratamiento específico frente a la disci-
plina urbanística. Para su ejecución eficaz
es preciso resolver previamente todas las
cuestiones urbanísticas (en el momento de
la aprobación del Proyecto).

La relación entre la planificación de las
obras públicas y la planificación territorial
(y con el medio ambiente) es estudiada
con un importante aporte histórico-jurídi-
co, resaltándose la falta de conexión entre
las declaraciones de impacto ambiental y
el procedimiento de aplicación del art. 244
LS92, cuya mayor vinculación podría lle-
var a agilizar la resolución de los conflic-
tos planteados.

Ya de lleno en el análisis del problema,
en el capítulo tercero se estudia la proble-
mática de la inserción de las obras públi-
cas estatales en el planeamiento urbanísti-
co municipal: en efecto, la concurrencia
competencial de los tres niveles territoria-
les en un mismo espacio obliga a tomar
decisiones de forma concurrente o coordi-
nada.

En particular, la Administración del Es-
tado puede actuar como urbanizador, ges-
tor de patrimonios públicos, gestor de
grandes infraestructuras, etc. El profesor
BASSOLS destaca que los criterios de los en-
tes estatales inversores en dotación de
obras y servicios de equipamiento urbano
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pueden no ser coincidentes con los muni-
cipales; además, las Comunidades Autóno-
mas tratan también con sus propios crite-
rios de reequilibrar el territorio.

Mucho más en concreto, el profesor
BASSOLS destaca que las obras públicas y
grandes infraestructuras han adquirido un
papel renovado en el planeamiento urba-
no, a partir de la utilización estratégica de
las mismas (ejemplo: la incidencia del
Plan Director de Infraestructuras).

BASSOLS COMA analiza en el capítulo
cuarto las soluciones aportadas al proble-
ma en el Derecho comparado, si bien sólo
respecto de Italia (cuya estructura regio-
nal ha influido en nuestro Estado de las
Autonomías, Francia (opuesto al sistema
español, sin perjuicio de una cierta des-
centralización) y Alemania (prototipo de
estructura federal con soluciones de gran
interés).

En el caso italiano destaca que se ha ge-
neralizado la figura convencional del
«Acuerdo de Programa», para la defini-
ción y ejecución de obras que requieran la
acción conjunta y coordinada de diversas
Administraciones (municipios, provincias
y regiones, estatal y de otros sujetos públi-
cos), de manera que el acuerdo alcanzado
por consenso unánime de las Administra-
ciones interesadas determina la modifica-
ción de los instrumentos urbanísticos y
sustituye las licencias de obras. En el caso
francés destaca el régimen de construcción
de obras públicas cuando, en función de su
tipología, se encuentran exentas de la licen-
cia de construcción. En el caso alemán,
cuando los actos de edificación promovi-
dos por la Federación o los Landers exijan
desviarse del planeamiento, la conformi-
dad para su realización deberá otorgarla
la Entidad administrativa superior al Mu-
nicipio (según la estructura de la Adminis-
tración local de cada Land); en caso de su
denegación o de oposición del Municipio
afectado, la decisión corresponderá al Mi-
nistro Federal (con consulta a otros Minis-
tros y autoridades del Land). Si dicha eje-
cución causa daños o requiere la modifi-
cación o revisión del planeamiento, el En-
te promotor deberá compensar los costes
ocasionados al Municipio para hacer fren-
te a estas obligaciones.

En los capítulos quinto (legislación) y
sexto (jurisprudencia) se analiza el tema

en profundidad. En el primero de ellos se
estudia con detalle la trayectoria histórica
de la exigibilidad de licencia urbanística
para la realización de obras públicas del
Estado, conforme a la regulación de la le-
gislación. Ya en el Estado de las Autono-
mías se estudia el sometimiento a licencia
urbanística de dichas obras, resaltándose
que las bases de la regulación preconstitu-
cional estudiadas hasta aquí van a sufrir
un impacto significativo, dado que los in-
tereses generales, cuyo garante es el Esta-
do, pueden entrar en conflicto con los in-
tereses territoriales autónomos tutelados
por las CCAA o los Municipios.

Así aparecen nuevos perfiles para la eje-
cución de obras de competencia estatal y
su inserción en el planeamiento urbanísti-
co, así como respecto del mantenimiento
en poder de la Administración del Estado
—el Consejo de Ministros— de las faculta-
des o potestades a que se refiere el art. 180
LS76, manteniéndose en mano estatal, sin
perjuicio de las transferencias de compe-
tencias a las CCAA, de tal manera que és-
tas mismas en su propia legislación se
atribuyen el contenido de dicho artículo
en sus actuaciones de posible conflicto
con el Urbanismo municipal.

BASSOLS COMA centra definitivamente el
problema, ya que al surgir las CCAA emer-
ge un segundo plano (el comunitario) de
aplicación del art. 180.2 LS76, con unas
nuevas relaciones: obras estatales, planea-
miento territorial y urbanístico. Las solu-
ciones a estos conflictos se han abordado
por las Comunidades Autónomas a través
de su legislación de Ordenación del Terri-
torio, incidiendo, a veces, en las propias
competencias del Estado. Por su parte, el
Estado, en su legislación sectorial, ha re-
gulado unilateralmente el problema apun-
tado. Así, se han producido legislaciones
separadas cuya conexión da lugar a dudas
interpretativas. A mayor abundamiento,
como indica el Profesor BASSOLS, las leyes
de disciplina urbanística emanadas de las
Comunidades Autónomas han ampliado
(incluso a presas, viario público, etc., y
con procedimientos específicos) las obras
para las que se exige licencia urbanística,
por lo que:

«... para determinados territorios auto-
nómicos, el Estado se ve necesitado de
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solicitar licencia o acudir al procedi-
miento del art. 180.2 de la Ley del Suelo
en mayor número de casos u ocasiones
que en otros territorios autonómicos».

La legislación de Ordenación del Terri-
torio debe establecer mecanismos de coor-
dinación de las actuaciones del Estado y
de la Comunidad Autónoma con el planea-
miento municipal. Así, la mayor parte de
las 17 CCAA han legislado en materia de
Ordenación del Territorio, pasando revista
BASSOLS COMA a dicha legislación, llegando
a las siguientes conclusiones:

— El esquema propiciado por el art. 180
LS76 ha sido, fundamentalmente, el
modelo imperante en la resolución de
conflictos.

— No se han propuesto otros alternati-
vos de signo preparatorio o de vías de
encuentro convencional, a modo de
invitación o propuesta anticipada al
momento de decidir la localización
de las obras públicas.

— En relación a los Municipios, en las
últimas normativas va delineándose
un modelo de base más cooperativa
en la que la vía convencional se ofre-
ce en una primera instancia antes de
acudir a la fórmula dirimente.

— Estamos ante un modelo por cons-
truir, abierto, no exento de dificulta-
des, y que en todo caso requiere de
experimentación.

El profesor BASSOLS hace referencia a
las innovaciones establecidas por el art.
244 LS92 (posibles ya que esta norma con-
templa una reforma de materias y no de
leyes). Así, la exigencia de «si así se re-
quiere por la legislación aplicable» signifi-
ca que la necesidad de licencia sólo proce-
derá en defecto de una Ley que expresa-
mente declare su innecesariedad para el
acto edificatorio. Además, sólo es de apli-
cación cuando la legislación aplicable im-
ponga el deber de obtener la licencia, de
manera que frente a esta imposición se
haga preciso por «razones de interés pú-
blico» acudir a esta técnica específica, re-
duciéndose así la potencialidad aplicativa
de este procedimiento. En todo caso, re-
salta que el mecanismo establecido por el
art. 244 LS92 no es suficientemente satis-
factorio y se encuentra desbordado por las
nuevas circunstancias.

En el capítulo sexto, el profesor BASSOLS
analiza con detalle la interpretación juris-
prudencial del art. 180 LS92, en relación
con las obras del Estado. Respecto de las
Sentencias del Tribunal Supremo (TS), re-
salta la imprecisa distinción jurispruden-
cial entre Ordenación del Territorio y Ur-
banismo, la problemática de la concurren-
cia de competencias urbanísticas locales y
de competencias estatales en el dominio
público de costas; obras en autopistas, etc.
Se analiza, por supuesto, la interpretación
del Tribunal Constitucional sobre el art.
180 LS76 (STC 56/1986, sobre obras de
acuartelamiento de la Policía Nacional y
Guardia Civil de Aduanas); así como la
aplicación que de dicha doctrina ha hecho
el Tribunal Supremo.

El TS reconoce la distinción entre Orde-
nación del Territorio y Urbanismo, aun-
que de forma difusa: así, en autopistas no
exige licencia y en obras hidráulicas, sí.
Considera que hay un tipo de obras del
Estado que por sus características intrín-
secas ni requieren licencia ni necesitan la
utilización del procedimiento del art. 180
LS76. En resumen, el art. 180 LS76 (244
LS92) contempla un supuesto de «licen-
cias interadministrativas» (aceptado por el
TS para obras en carreteras pero no para
obras hidráulicas).

En el capítulo séptimo estudia BASSOLS
COMA la legislación sectorial existente,: en
particular, el caso de las infraestructuras
viarias, con los avances de la nueva Ley
25/1988, donde por primera vez se reflejó
«con absoluta contundencia la calificación
de "obras públicas de interés general" co-
mo categoría determinante o legitimadora
de la exención de los actos de control pre-
ventivo municipal...».

Analiza también el Profesor BASSOLS la
situación normativa en otros diversos sec-
tores (obras ferroviarias, portuarias, hi-
dráulicas, militares, etc.), de los que se re-
saltarán algunos aspectos de las obras ma-
rítimas en la costa, para lo que analiza co-
lateralmente el tema de la extensión del
término municipal en este ámbito. Se estu-
dian las consecuencias de la STC sobre la
Ley de Costas y su Reglamento, de manera
que las competencias derivadas de la titu-
laridad estatal del dominio público maríti-
mo-terrestre no tienen por qué excluir las
competencias de otras administraciones y,
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en particular, las competencias y prescrip-
ciones urbanísticas municipales. La STC
1.409/1991 trata de configurar la ordena-
ción del territorio como coordinación y ar-
monización de competencias entre las dis-
tintas Administraciones públicas.

Entre las conclusiones de este denso ca-
pítulo de la legislación sectorial pueden
destacarse algunos aspectos que deben dar
lugar a reflexionar sobre la situación:

— Cada norma, en singular sectorial
(carreteras, costas, etc.), ha articula-
do unos mecanismos especiales para
la relación entre el sector y el planea-
miento territorial y urbanístico que
no permiten definir una posición li-
neal y general en la resolución de
conflictos. Unas veces se apela a la
decisión del Consejo de Ministros;
otras la propia declaración legislativa
de obras de interés general (carrete-
ras, etc.) lleva implícita su realiza-
ción prevalente y a la exención de li-
cencias y de otros actos de control
municipal.

— Hay una creciente aproximación en-
tre las normas sectoriales tratando de
coordinar los planes sectoriales con
la ordenación del territorio y dar una
mayor participación en la definición
de aquéllos a las CCAA.

— Así como en la Ley de Carreteras se
excluye a éstas de la licencia urbanís-
tica municipal, en la Ley de Costas se
exige ésta para las obras de interés
general a cargo del Estado.

Finalmente, el capítulo octavo se inicia
reiterando la situación de insatisfactoria
regulación de la materia, diferenciando
para justificarla unas causas intrínsecas y
otras extrínsecas. Parece claro que la ma-
yoría de las obras públicas del Estado (so-
bre todo las infraestructuras) se concretan
en una obra lineal que afecta a varios tér-
minos municipales (sin perjuicio de otras
claramente localizadas), por lo que no pa-
recería adecuado que pudiera dejarse su
efectiva materialización al arbitrio de un
acto final en la ejecución, tras una planifi-
cación participada de las diversas Admi-
nistraciones públicas. Diferencia BASSOLS
COMA entre obras que ya estén contempla-
das en el planeamiento urbanístico (que
no dan lugar a conflicto) de otras que no
lo estén, de manera que en este supuesto

será preciso proceder a la modificación o
revisión de éste, en cuyo caso la licencia
sería superflua, a través del art. 244 LS92.

Reflexiona también —si bien brevemen-
te— sobre el carácter de la licencia urba-
nística en la nueva Ley 8/90 y LS92, lla-
mando la atención sobre el carácter de la
misma como un escalón más de la gradual
adquisición de facultades urbanísticas
que, tras la adquisición del derecho al
aprovechamiento produce la adquisición
del derecho a edificar, de tal manera que
esta virtualidad no tendría sentido en el
caso de las obras públicas o en relación al
dominio público que, por su propia natu-
raleza, quedan fuera del mencionado siste-
ma de adquisición gradual de facultades.

Por último, esboza dos posibles vías alter-
nativas a la exigencia de licencia urbanística
para determinadas obras del Estado:

1) La tipificación objetiva de determina-
das obras del Estado como excluidas de la
necesaria obtención de licencia urbanísti-
ca municipal en todo caso y, por tanto, de
inaplicación para las mismas del art. 244
LS92 (que dejaría latente, no obstante, el
problema de la imposibilidad de las Enti-
dades Locales de intervenir en asuntos
que afectan directamente al círculo de sus
intereses, lo que habría que solventar por
la vía del procedimiento de su aproba-
ción), proponiéndose como tales, entre
otras, las:

— Obras públicas, actuaciones o insta-
laciones de un servicio público, de
competencia exclusiva del Estado
(comunicaciones terrestres, maríti-
mas, aéreas, etc.).

— Obras que figuren incluidas en un
Plan aprobado por Ley de las Cortes
Generales u obras aprobadas en con-
creto por éstas.

— Obras públicas que estén incluidas en
Proyectos o Planes Sectoriales que
antes de su aprobación hayan sido
sometidos a información de la Comu-
nidad Autónoma o del Municipio.

En estas obras así tipificadas, desde el
punto de vista procedimental, el órgano
estatal debería informar al Municipio del
propósito de emprender las mismas,
acompañando los correspondientes infor-
mes técnico y jurídico, en los que se de-
mostrara su inclusión entre las obras tipi-
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ficadas. Si se situaran en Suelo No Urba-
nizable, el trámite de la declaración de im-
pacto ambiental sería el sustituto de la li-
cencia. En Suelo Urbano o Suelo Urbani-
zable Programado propugna un sistema
análogo al del art. 244 LS92.

2) El establecimiento de un procedi-
miento de solicitud de conformidad munici-
pal a los proyectos de obras, de manera
que si el Ayuntamiento muestra su discon-
formidad con las mismas, remita el expe-
diente al Ministerio promotor, de forma
que éste lo sometiera a informe de la Co-
munidad Autónoma. Previamente a la de-
cisión del Consejo de Ministros, debería
emitirse un informe por la Comisión Cen-
tral del Territorio y Urbanismo. Es decir,
se sustituiría la técnica de la licencia urba-
nística por un procedimiento de conformi-
dad que, en definitiva, es un mecanismo
de relaciones interadministrativas.

Destaca que los costos ocasionados por
la modificación o revisión del planeamien-
to, en su caso, así como por las indemni-
zaciones que por la obra se imputen al
municipio, no deberían ser abonados por
la Entidad Local afectada, sino por la Ad-
ministración del Estado.

No obstante, el Profesor BASSOLS opta
por un sistema de doble garantía, inte-
grando ambas alternativas: establecimien-
to de una tipificación de las obras y usos
de suelos exentos de licencia urbanística y,
adicionalmente, para estos casos, habilita-
ción de un procedimiento que sustituya en
la tramitación de la aprobación de la obra
a la propia licencia municipal.

4. LA OPINIÓN

El libro que se comenta se constituye,
sin duda, en un trabajo de interés para to-
das aquellas personas relacionadas con el
complejo tema de las relaciones interad-
ministrativas por competencias concu-
rrentes sobre un mismo ámbito espacial. A
la vista del mismo, se resalta que la situa-
ción actual dista de ser todo lo satisfacto-
ria que sería de desear.

El problema es de importancia y de ac-
tualidad. En efecto, recientemente, la Co-
misión de Expertos sobre Urbanismo ha
establecido entre sus Recomendaciones al-

gunas específicas sobre el tema en estudio,
conteniendo unos principios rectores de
las relaciones interadministrativas en sus
actuaciones con incidencia territorial. De
la incardinación de estas Recomendacio-
nes en el abanico de problemas y solucio-
nes expuestos por el profesor BASSOLS po-
dría salir una línea de actuación que esta-
bleciera claramente el sistema a seguir pa-
ra las actuaciones supramunicipales con
afectación espacial.

En resumen, un trabajo denso, de estu-
dio más que de lectura; un libro sugerente,
con aportaciones de interés y de obligada
lectura para todo aquél que, por su trabajo
cotidiano de realización de obras o actua-
ciones «supramunicipales» o por su traba-
jo en el planeamiento y la gestión urbanís-
tica municipal, deba enfrentarse a estas
cuestiones; y, sobre todo, para los estudio-
sos del problema de los conflictos interad-
ministrativos (sobre todo intersectoriales)
con soporte y afectación espacial.

RICARDO SANTOS DIEZ

ROSIÑOL i VIDAL, Caries: La respon-
sabilidad contable y la gestión de
recursos públicos. Análisis de la
doctrina del Tribunal de Cuentas,
Cívitas, Madrid, 1994.

El libro de Caries ROSIÑOL, prologado
por el miembro del Tribunal de Cuentas
Europeo Dr. Antoni Castells, constituye
una de las pocas monografías existentes
en la actualidad en una materia tan can-
dente y a la vez poco conocida como es la
responsabilidad contable derivada de la
gestión de recursos públicos. El trabajo es
el resultado de los amplios conocimientos
tanto teóricos como prácticos adquiridos
por el autor en el ejercicio de su profesión
de letrado-asesor de la Sindicatura de
Comptes de Cataluña, lo que entre otras
cosas le ha permitido tener un acceso de
primera mano a las resoluciones y senten-
cias del Tribunal de Cuentas, institución
que, como el propio autor reconoce, vive
inmersa en un cierto «secretismo» deriva-
do del notable desconocimiento existente
tanto acerca de sus resoluciones como de
las propias competencias de dicha juris-
dicción contable.
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En efecto, el Tribunal de Cuentas —ór-
gano dependiente de las Cortes Genera-
les—, se inscribe en la línea de la tradi-
ción francesa, ya que además de ejercer
la función fiscalizadora de las cuentas y
de la gestión económica del Estado y del
sector publico, lleva a cabo también fun-
ciones jurisdiccionales. Mientras en lo re-
lativo a la función fiscalizadora sus tare-
as son relativamente conocidas, no ocu-
rre lo mismo en el ámbito de la responsa-
bilidad contable, donde las funciones del
TCu son jurisdiccionales (y sus resolucio-
nes son recurribles ante la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal
Supremo). Tal y como ha afirmado P. SA-
LA, la jurisdicción contable no tiene otro
fin que el de satisfacer o denegar preten-
siones de responsabilidad contable (de
ahí la existencia de críticas a la inclusión
de los expedientes de cancelación de fian-
zas, en los cuales el solicitante de la can-
celación no ejerce ninguna pretensión en
tal sentido).

El marco jurídico básico de la responsa-
bilidad contable está contenido en lo fun-
damental en la Ley Orgánica 2/1982, del
Tribunal de Cuentas (LOTCu), y en la Ley
7/1988, de Funcionamiento del Tribunal
de Cuentas; en relación a la LOTCu, sin
embargo, el autor afirma que la materia
relativa a la responsabilidad contable no
gozaría del efecto de congelación de rango
por estar prevista su regulación por ley or-
dinaria (art. 132 CE, en cuanto prevé la
conservación de los bienes patrimoniales
del Estado).

En el libro se analiza el significado y al-
cance de la noción de responsabilidad
contable, entendida como el hecho de ori-
ginar menoscabo efectivo de los caudales
o efectos públicos por infracción de leyes
reguladoras del régimen presupuestario y
de contabilidad, y cuya declaración tiene
como finalidad la de resarcir al erario pú-
blico de los daños y perjuicios que se le
hayan podido inflingir a consecuencia de
dichas conductas antijurídicas, a través de
la correspondiente indemnización. Dicha
responsabilidad sólo puede ser atribuida a
los gestores de caudales o efectos públicos
(cuentadantes) y por hechos que se des-
prendan de las cuentas que se han de ren-
dir, derivados de conductas dolosas, cul-
posas o negligentes graves. La responsabi-

lidad contable no es sino una modalidad
de responsabilidad civil aplicada a unos
supuestos muy concretos. Es importante
destacar —y a ello nos referiremos más
adelante— que la responsabilidad conta-
ble puede ser exigida por vía judicial y por
vía administrativa.

La noción y alcance de responsabilidad
contable han conllevado y conllevan aún
no pocos problemas interpretativos, entre
ellos, el de determinar a partir de qué
momento los caudales o efectos devienen
públicos. Ello se plantea de forma espe-
cial en el proceso de captación de los fon-
dos, o en determinadas modalidades de
gasto en que los caudales son entregados
a particulares que deben atenerse a unos
fines (caso de las subvenciones). En este
sentido, la cuestión de las subvenciones
pone de manifiesto uno de los aspectos
esenciales de la responsabilidad contable,
en la medida que la Ley de Funciona-
miento del TCu incluye a los perceptores
de subvenciones y ayudas similares den-
tro de los sujetos que pueden incurrir en
tal responsabilidad. En efecto, merece
destacarse, como elemento interesante de
la materia, el concepto mismo de cuenta-
dante —persona que tiene a su cargo el
manejo de caudales o efectos públicos—,
que alcanza a personas externas a la Ad-
ministración, como a los particulares que
administran, recaudan o custodian fon-
dos o valores del Estado y a los percepto-
res de subvenciones (sean personas físi-
cas o jurídicas). Asimismo, se planteó en
su momento la cuestión del carácter obje-
tivo o subjetivo de la responsabilidad
contable, que queda solventada con la
Ley de Funcionamiento del TCu, que in-
troduce claramente el requisito del dolo,
culpa o negligencia grave.

Una de las cuestiones sin duda más in-
teresante reside en la posible coincidencia
de distintos procedimientos y enjuicia-
mientos en relación a unos mismos he-
chos. En concreto, la LOTCu prevé la
compatibilidad de los procedimientos de
la jurisdicción contable, procedimientos
en el ámbito de la potestad sancionadora
disciplinaria de la Administración y pro-
cesos penales, lo que llevaría a plantear la
posible aplicación del principio non bis in
idem, posibilidad descartada por el autor
en la medida que el procedimiento de la
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jurisdicción contable tiene finalidad re-
sarcidora de daños y perjuicios, y no san-
cionadora como ocurre con los otros dos.
Por lo que se refiere a la prohibición de
calificar de forma distinta unos mismos
hechos en caso de dualidad de procedi-
mientos, la doctrina de la Sala de Apela-
ción del TCu considera que los pronuncia-
mientos de la jurisdicción penal sólo vin-
culan a la jurisdicción contable en lo que
atañe a la existencia o no de los hechos y
a su autoría. Ello se ha planteado a pro-
pósito de la previsión contenida en la
LOTCu en el sentido que la responsabili-
dad civil derivada del delito, cuando los
hechos constituyan también responsabili-
dad contable, corresponde en principio a
la jurisdicción contable, por lo que la cita-
da Sala de Apelación ha considerado que
el posible pronunciamiento sobre aquélla
del órgano judicial penal no impide un
nuevo pronunciamiento de la citada juris-
dicción contable.

Entre los aspectos analizados están los
supuestos básicos de responsabilidad
contable, íntimamente vinculados a los
procedimientos para exigirla. Por lo que
se refiere a estos últimos, dos de ellos
son de carácter judicial y uno adminis-
trativo, y están previstos en la Ley de
Funcionamiento del Tribunal. Debe te-
nerse en cuenta que la Ley General Pre-
supuestaria (art. 141.1) establece los su-
puestos de responsabilidad contable que
pueden ser exigidos por vía judicial y
aquéllos que pueden serlo por vía admi-
nistrativa.

Los dos procedimientos de carácter ju-
dicial previstos en la LOTCu son el juicio
de cuentas (iniciado a resultas de una ac-
tuación fiscalizadora) y el procedimiento
de reintegro por alcance (iniciado a resul-
tas de hechos diferentes a las fiscalizacio-
nes). Por su lado, la Ley de Funciona-
miento distingue, a efectos de responsabi-
lidad contable, diferentes supuestos: al-
cances (saldos deudores injustificados en
una cuenta, falta de numerario y falta de
justificación en las cuentas de los cuenta-
dantes), malversaciones (sustracción de
caudales o efectos públicos, consenti-
miento para que sea posible la sustrac-
ción y la aplicación a usos propios o aje-
nos de los caudales o efectos públicos, por
parte de la persona que los tenga a su car-

go), y otros casos innominados (definidos
por exclusión). Los dos primeros supues-
tos se depuran por el procedimiento de
reintegro por alcance, mientras el tercer
tipo de supuestos de ventilan por el juicio
de cuentas.

A pesar de la consagración que la LOT-
Cu hace de la judicialización de la exigen-
cia de la responsabilidad contable, para
determinados casos también queda abier-
ta la posibilidad de la responsabilidad
contable exigida en vía administrativa,
aunque en tal supuesto corresponde a la
jurisdicción contable la función revisora
de los actos administrativos derivados de
estos expedientes administrativos. Sin
embargo, y de acuerdo con las previsiones
de la Ley General Presupuestaria, se prevé
que el Tribunal de Cuentas pueda recabar
en cualquier momento el conocimiento
del asunto que se tramita por vía adminis-
trativa. No deja de ser un tanto curioso,
como resalta el autor, que unas mismas
infracciones puedan ser perseguidas me-
diante expediente administrativo o un
procedimiento de carácter judicial, con la
consiguiente aplicación de procedimien-
tos y garantías diferentes, lo que única-
mente depende, en definitiva, de la discre-
cional avocación resuelta por el Pleno del
Tribunal, órgano que no está integrado en
la estructura de la jurisdicción contable.
Ello plantea algunos interrogantes en el
ámbito local, donde no existe una regula-
ción clara de estos procedimientos, tal y
como sucede a nivel estatal y, en determi-
nados casos, autonómico (por ejemplo,
Cataluña).

MARÍA ÁNGELS ORRIOLS SALLES

DE VICENTE MARTÍNEZ, Rosario, Res-
ponsabilidad penal del funciona-
rio por delitos contra el medio
ambiente, Publicaciones de la Fa-
cultad de Derecho de la UCM y
Centro de Estudios Judiciales,
Madrid, 1993.

Tras algo más de doce años de andadu-
ra del delito ambiental tal y como se tipifi-
có en 1983 no han dejado de plantearse
problemas dogmáticos o teóricos (¿debe el
Derecho penal criminalizar los atentados
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contra el medio ambiente? ¿Hasta dónde
ha de llegar la criminalización para que el
Derecho penal siga siendo la ultima ratio
del sistema represivo público?) y aplicati-
vos (¿por qué se dictan tan pocas conde-
nas? ¿Cuál es la naturaleza del bien jurídi-
co protegido en el art. 347 bis CP?). Segu-
ramente éstos sean los más importantes,
toda vez que sobre lo primero parece ha-
ber acuerdo generalizado (salvo las inicia-
les opiniones de RODRÍGUEZ RAMOS) y viene
exigido, al menos desde un punto de vista
general, por el art. 45 CE. Pues bien, uno
de los principales debates sobre la tutela
penal del medio ambiente es precisamente
el que se aborda en el libro que aquí voy a
comentar, libro que si no me equivoco no
ha sido objeto de atención en las secciones
de reseñas y recensiones de las principales
revistas de Derecho administrativo (salvo
la publicada por J. JUNCEDA MORENO en el
n.° 4 de la Revista Aragonesa de Adminis-
tración Pública, pág. 567). Se trata de un
tema de creciente actualidad y que intere-
sa sobremanera a los administrativistas: la
posición de las Administraciones públicas
como tuteladoras del medio ambiente a
través de las técnicas de intervención ha-
bituales (reglamentación, licencias, ins-
pección y sanción, etc.) y la eventual rele-
vancia penal de las acciones u omisiones
de sus funcionarios. El libro es fruto de
una prueba académica en la Universidad
de Castilla-La Mancha, y se estructura en
torno a tres ejes: los problemas fundamen-
tales de los delitos de omisión en la teoría
penalística, la responsabilidad penal de la
Administración en materia de protección
del medio ambiente y los delitos concretos
en que pueden incurrir los funcionarios en
el desarrollo de esa labor protectora o tu-
teladora.

En cuanto a lo primero, la profesora DE
VICENTE distingue entre delitos de omisión
propiamente dichos y los llamados delitos
de comisión por omisión (con detallado
manejo de bibliografía alemana y de la es-
pañola más relevante en materia de delitos
de omisión: RODRÍGUEZ MOURULLO, SILVA
SÁNCHEZ, HUERTA TOCILDO, MIR PUIG, etc.).
Naturalmente, se trata de un aspecto que
no es del todo relevante para el lector de
esta revista, pero sí merece la pena desta-
car la conclusión a que se llega: «Sería
muy conveniente la introducción en nues-

tro Derecho de una cláusula general que
sancionase expresamente la posibilidad de
la construcción dogmática de la comisión
por omisión y sentase sus bases» (pág. 25).
En efecto, las peculiaridades de la comi-
sión por omisión y su plasmación legal ha-
cen, a juicio de la autora, necesaria la tipi-
ficación expresa de varias de sus modali-
dades a efectos de equiparar en cuanto a
su tipicidad los comportamientos activos y
los omisivos.

Pero es en las partes segunda y tercera
del libro donde se abordan los problemas
esenciales de la punibilidad de las conduc-
tas administrativas en relación con el me-
dio ambiente. En primer lugar, se abordan
las líneas generales de la protección penal
del medio ambiente y de la responsabili-
dad penal de las Administraciones, desde
el postulado ya conocido de la considera-
ción del medio ambiente como bien jurídi-
co protegido en el art. 45 CE, para a conti-
nuación hacer hincapié en las técnicas ad-
ministrativas de protección. Las funciones
de las distintas Administraciones en la
protección ambiental, estudiadas en otros
ámbitos por diversos autores (principal-
mente por el profesor MARTÍN MATEO, O
desde el punto de vista del Derecho euro-
peo por E. ALONSO GARCÍA), son normati-
vas o reglamentarias, inspectoras, sancio-
natorias e incluso tributarias, y su examen
es desarrollado tal vez con excesiva celeri-
dad por la autora: por ejemplo, no se de-
tiene apenas en la obligación de preven-
ción ni tampoco, a mi juicio, en la rela-
ción duradera que se establece entre Ad-
ministración y ciudadano o concesionario
con ocasión de las llamadas licencias de
funcionamiento o de tracto sucesivo. Digo
esto porque son precisamente las tareas o
misiones que el Derecho encomienda a las
Administraciones lo que constituye el fun-
damento de su ulterior y eventual crimina-
lización. En cambio, si se estudia con cier-
to detenimiento el problema de las llama-
das leyes penales en blanco (págs. 68 y
ss.), que a través de la remisión a normas
y regulaciones extrapenales (en este caso
administrativas) «permite establecer la
concordancia entre la materia penal y ad-
ministrativa. El reenvío a normas admi-
nistrativas garantiza la seguridad jurídica
más que las nociones nuevas de un Dere-
cho penal autónomo, pues sólo el Derecho
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administrativo puede fijar con nitidez to-
dos los elementos del delito» (pág. 74). A
las consideraciones de la autora, lógica-
mente propias de la dogmática penal, cabe
añadir algunas otras. En primer lugar, el
reenvío por parte de las normas penales a
normas administrativas tiene una conse-
cuencia inesperada: la competencia, cier-
tamente indirecta, de las CCAA en materia
penal. Si las Administraciones públicas —
singularmente las CCAA— están legalmen-
te habilitadas para tipificar infracciones y
sanciones ambientales (según la cláusula
general del art. 127.1 LPC y según la com-
petencia autonómica en materia ambien-
tal prevista en el art. 149.1 23.a CE), y si el
ilícito penal reúne los requisitos del art.
347 bis CP, resulta que esa infracción ad-
ministrativa puede tener relevancia penal
(con lo que contrariamente a lo que se
suele creer, las CCAA, derivada o indirec-
tamente, tienen competencia en materia
penal). Y en segundo lugar, que la remi-
sión a un sistema punitivo caótico, inver-
tebrado, disperso y casi inmanejable como
es el Derecho administrativo sancionador
tal vez no sea todo lo operativa como la
autora parece augurar (véanse si no los
certeros comentarios del profesor NIETO
en las primeras páginas de su Derecho ad-
ministrativo sancionador, Tecnos, Madrid,
2.a ed. 1994).

En cualquier caso, la remisión a nor-
mas administrativas no es el problema
más importante de la tutela del medio
ambiente frente a las acciones u omisio-
nes de los funcionarios. El eje de la dis-
cusión, como señala la profesora DE VI-
CENTE en las páginas 74 a 95, es lo que se
conoce como posición de garante del
funcionario y la posterior relación entre
las normas penales y las autorizaciones
administrativas.

La definición penal de la posición o de-
ber de garante («una de las tareas más di-
fíciles de la dogmática penal»: pág. 23) y
su aplicación a las Administraciones y a
sus funcionarios implica la existencia de
una serie de deberes legales de vigilancia y
de protección del bien jurídico cuya in-
fracción tiene, a través de la remisión en
blanco antes analizada, relevancia penal.
Si bien reconocerle esta cualidad a las Ad-
ministraciones públicas no plantea dema-
siados problemas, sí resulta complicado.

como señala DE VICENTE en la página 79,
establecer sus condiciones: «La gran cues-
tión en la posición de garante consiste en
precisar los casos, alcances y formas en
que rige la obligación de actuar».

Y a esta pregunta respecto del conteni-
do y la exigibilidad del deber de garante se
responde que sólo puede hallarse en las
normas administrativas: «Es el Derecho
administrativo el que ha de definir si exis-
te o no el deber jurídico de controlar e im-
pedir el peligro y la lesión de bienes jurídi-
cos protegidos» (pág. 85). Esto es, saber si
en las numerosísimas leyes, decretos, re-
glamentos y órdenes de todas las Adminis-
traciones públicas competentes en materia
ambiental existen obligaciones de impedir
un resultado nocivo para el bien jurídico
protegido. Claro está que sí. Falta saber si,
como afirma la autora, ello resulta desea-
ble («Es casi unánimemente aceptada por
la doctrina que una estricta responsabili-
dad penal de los funcionarios es deseable
desde el punto de vista de la política cri-
minal»: pág. 76) u operativo en las condi-
ciones actuales del ordenamiento jurídico
administrativo.

Los deberes de las Administraciones en
materia ambiental, fundamento de su si-
tuación de garante, son abordados toman-
do como ejemplo (pues las menciona ex-
presamente el art. 347 bis CP) las autori-
zaciones administrativas. Se trata de las
páginas que más van a interesar a los lec-
tores de esta REVISTA, habida cuenta de
que en ellas se estudian problemas admi-
nistrativos concretos (actividad contami-
nante desarrollada con arreglo a licencia o
autorización ilegal, o sin autorización o le-
galizadas a posteriori, etc.).

Centrándose en un problema íntima-
mente conectado con lo recién comenta-
do, en la tercera parte del libro la profeso-
ra DE VICENTE nos presenta los casos de
punibilidad de la conducta del funcionario
en relación con el medio ambiente:

— emanar autorización contraria a De-
recho,

— no revocar una autorización que ha
devenido ilegal, y

— abstenerse de intervenir ante lo que se
denomina «hechos o conductas con-
taminantes autónomas, es decir, sin
vinculación a un proceso de autoriza-
ción administrativa» (págs. 131 y ss.).
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Tras un estudio comparado (Alemania e
Italia), la autora hace hincapié en proble-
mas penales (por ejemplo, autoría y parti-
cipación en los delitos de omisión, págs.
132 y ss.), cuando tal vez podría profundi-
zarse algo más en el núcleo «administrati-
vo», del que se constata la falta de una ley
general del medio ambiente (pág. 130). Se
podrían haber analizado concretas nor-
mas administrativas de vertidos o de emi-
sión a la atmósfera, o las llamadas «medi-
das correctoras» del Reglamento de activi-
dades clasificadas de 1961, o el uso y con-
trol de la discrecionalidad en materia de
autorizaciones ambientales, o también la
jurisprudencia recaída en materia de revo-
caciones de autorizaciones al amparo del
art. 16RSCL.

En definitiva, estamos ante un trabajo
de indudable interés por cuanto que
aborda algo que es cada vez más frecuen-
te: la criminalización de las acciones y
omisiones de los funcionarios (que en
materia urbanística o funcionarial es par-
ticularmente notable, vía delito de preva-
ricación). Prescindiendo del juicio que
ello merezca al lector, se trata de una ten-
dencia que al parecer irá creciendo. Efec-
tivamente, según quedó de manifiesto en
el Proyecto de Código Penal de 1992 y tal
y como es patente en el que actualmente
—junio de 1995— se está debatiendo en
las Cortes, los poderes públicos conside-
ran necesario convertir en delictivas de-
terminadas conductas de los funcionarios
con repercusiones ambientales (en el Pro-
yecto últimamente citado véase el título
XIII del libro II —arts. 305 a 320— que
recoge delitos «contra la ordenación del
territorio» en los que se castiga a funcio-
narios, facultativos y miembros del orga-
nismo otorgante de la licencia ilegal, deli-
tos «contra los recursos naturales y el
medio ambiente» —que repite la fórmula
en el art. 311— y delitos «relativos a la
protección de la vida silvestre»). Sólo
queda esperar que Responsabilidad penal
del funcionario por delitos contra el medio
ambiente, de la profesora DE VICENTE,
contribuya a despejar algunas de las in-
cógnitas que hoy en día enturbian el pa-
norama de la protección del medio am-
biente en nuestro país.

ROSARIO PUENTE CARDO

AA.W. Anuario del Gobierno Local,
coedición por la Diputación de
Barcelona y Marcial Pons, Ma-
drid 1995, 613 páginas.

La aparición pública del libro Anuario
del Gobierno Local, sirve de inicio a lo que
puede ser una fructífera colaboración a
cargo de un amplio elenco de profesores
universitarios, en desvelar los entresijos
jurídico-políticos del gobierno local, de su
Administración Pública y de sus relacio-
nes con el resto de los poderes públicos.

Gracias a la coedición de la Diputación
de Barcelona y el librero-editor Marcial
Pons ha tomado cuerpo la iniciativa de
reunir en un volumen un conjunto de tra-
bajos, de otros tantos autores, en torno a
diversos aspectos del Derecho local.

La obra que glosamos, cuya pretensión
de periodicidad se señala en el prólogo,
aglutina una pluralidad de estudios de las
distintas instituciones que conforman el De-
recho local de nuestro país, en una loable
contribución al conocimiento y actualiza-
ción de su diversa y fecunda problemática.

El Anuario del Gobierno Local revela
desde su concepción metodológica una
preocupación por el análisis de las refor-
mas del marco legislativo general del go-
bierno local, amén de una constante ac-
tualización de la jurisprudencia recaída,
sobre cada uno de los específicos proble-
mas abordados. La estructuración de la
obra obedece a criterios eminentemente
pedagógicos, en sintonía con su carácter
divulgativo, de la evolución y ulterior ba-
lance del sistema local durante el período
al que sirve de referencia temporal la
obra, el año 1995.

I

La primera parte, agrupada bajo la rú-
brica Introducción y Estudios, ofrece un
variopinto, a la vez que sugestivo, conjun-
to de trabajos en relación con las novedo-
sas reformas del Derecho Administrativo
general y local.

— «El Estado del Gobierno Local» ha si-
do desvelado, desde su introducción, por
el profesor Tomás FONT Y LLOVET, coordi-
nador además de la publicación. Se trata
de una elocuente síntesis en la que se des-
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taca la posición clave de la Administración
local española en un «Estado Compuesto»
y el impacto de la jurisprudencia constitu-
cional en las reformas legislativas del mar-
co jurídico local.

— El profesor Luciano PAREJO ALFONSO
plantea bajo el título «La Ley 30/1992 y la
Ley 7/1985: una valoración global de la in-
tegración del régimen básico de la Adminis-
tración local en el conjunto de las Adminis-
traciones Públicas», la incardinación de la
reciente Ley de Procedimiento Adminis-
trativo Común en el sistema de fuentes del
Derecho local y la integración de éste en el
general del Estado.

Desarrolla el autor un conjunto de con-
sideraciones valorativas en relación con la
jurisprudencia constitucional relativa a la
autonomía local (STC 214/1989, 27/1987)
y la posición de las Administraciones loca-
les en el ordenamiento jurídico general.

— La «Ley de Contratos para las Admi-
nistraciones Públicas» es objeto de comen-
tario, desde su proyecto, por el profesor
José María BAÑO LEÓN, destacando sus in-
novaciones fundamentales.

Desde esta ponencia, se pasa revista a
las principales propuestas de la ley: nor-
mas organizativas y competenciales, la
distinta operatividad y perspectivas de ca-
pítulo de las garantías patrimoniales y
procedimentales en la reciente Ley de
Contratos para las Administraciones Pú-
blicas (publicidad y libre concurrencia, ius
variandi, régimen de las certificaciones...).

Muy especialmente, se acentúa la in-
fluencia del Derecho comunitario sobre la
reforma contractual y sus implicaciones
sobre el Derecho interno.

— Bajo el título «Vías Alternativas a la
Resolución de Conflictos en la esfera local»,
expone Joaquín TORNOS MAS la distinta
funcionalidad técnica de los recursos ad-
ministrativos, su compatibilidad con las
garantías constitucionales a la tutela judi-
cial y efectiva. Se analiza el distinto régi-
men jurídico de los recursos administrati-
vos en el ámbito local, con especial dedi-
cación al recurso de reposición en vía tri-
butaria, ofreciendo respuesta a algunas
cuestiones concretas como: la posibilidad
de suspensión de la eficacia del acto admi-
nistrativo, la exigencia de certificación co-
mo requisito de acceso a la jurisdicción o
su carácter potestativo.

Resalta el autor el proceso de revalori-
zación de los recursos administrativos, co-
mo mecanismo de garantía del adminis-
trado, acaecido como consecuencia de la
supresión del recurso de reposición por la
Ley 30/92.

Desde otra óptica, plantea el desarrollo
y contenido de las distintas fórmulas alter-
nativas a los recursos administrativos con-
cebidas por el artículo 107.2 de la Ley
30/92 reguladora del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, incorporando la conci-
liación, mediación y arbitraje como uno
de los instrumentos alternativos al sistema
tradicional de recursos administrativos,
válido para la resolución de conflictos en
la esfera local.

— Merece destacarse el trabajo del pro-
fesor Luis MARTÍN REBOLLO, «Reforma de
la Jurisdicción Contencioso-Administrati-
va», en el que se encuentra una densa y
bien trabada exposición en relación con
los novedosos planteamientos incorpora-
dos por la doctrina al panorama procesal
de la jurisdicción contencioso-administra-
tiva y su instrumentación en un proyecto
de ley de reforma.

Se anticipa, pues, la articulación de las
distintas piezas del proceso contencioso,
bajo la idea central de control a la Admi-
nistración, como cuestión consustancial al
Estado de Derecho (art. 1.1 CE) y expre-
sión acabada del equilibrio existente entre
los privilegios atribuidos a las Administra-
ciones Públicas por el Ordenamiento Jurí-
dico, en aras a la transformación social
(art. 9.2 CE) y las garantías de protección
que amparan los derechos individuales del
ciudadano.

Enfatiza el autor la constante tensión
dialéctica entre el poder y su control, cuya
culminación más señera se encuentra hoy
amparada en nuestro texto constitucional
por el artículo 24 CE, «tutela judicial efec-
tiva», tutela de derechos que se hace efec-
tiva a través de la vía jurisdiccional con-
tenciosa, técnica adjetiva de contrapeso de
la acción administrativa (SSTC 45/1990,
de 15 de marzo y 196/1990, de 29 de no-
viembre).

El profesor MARTÍN REBOLLO va desgra-
nando, con pericia doctrinal acreditada, la
pluralidad causal a la que obedece la re-
forma procesal iniciada, señalando las
múltiples controversias doctrinales y juris-
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prudenciales surgidas en la aplicación de
la legislación contenciosa en vigor y que
afectan a la esencia de las garantías cons-
titucionales: legitimación, régimen de re-
cursos, diseño de la planta jurisdiccional,
régimen orgánico y competencial, etc.

Por último, nos ofrece una síntesis arti-
culada de las principales novedades que
incorpora el proyecto de reforma, cuyo
objetivo primordial es contribuir a confor-
mar el nuevo estado de la cuestión, así co-
mo facilitar una guía práctica de las dis-
tintas materias afectadas, su ubicación en
el nuevo proyecto de ley y su posición en
el sistema institucional del control judicial
a las Administraciones Públicas.

— «La reforma de la Hacienda Local en el
Estado de las Autonomías», a la que se
asigna el atributo de «necesaria» es desa-
rrollada por el profesor Juan RAMALLO
MASSANET en una ponencia en la que des-
taca la idea de fijar la posición de las ha-
ciendas locales en el seno de un moderno
Estado compuesto, derivado de nuestro
modelo constitucional.

Vinculado al análisis del principio ante-
riormente enunciado, advierte el autor la
posición subordinada del sistema hacen-
dístico local, debida en gran parte a un
conjunto desafortunado de reformas par-
ciales, habidas en los años setenta y
ochenta y a un alto grado de conflictividad
constitucional en torno a los entes locales
y su financiación. La Ley 39/88, Regulado-
ra de las Haciendas Locales, aun a pesar
de sus muchos logros, no ha logrado ar-
monizar el entramado tributario local,si
bien ha sentado las bases de un correcto
entendimiento del sistema competencial
financiero local, montado sobre el princi-
pio de una competencia tributaria origina-
ria del Estado (art. 133, CE y STC
18/1987). Por el contrario, la Ley 39/88 se
ha centrado excesivamente en los recursos
tributarios que gravan la propiedad in-
mueble, lo que se retrotrae a los funda-
mentos de una hacienda local patrimonial,
por contraposición a un moderno concep-
to de hacienda fiscal.

Desde otra perspectiva.advierte el autor
una cierta contradicción entre los princi-
pios de suficiencia y autonomía (autono-
mía de decisión y medios suficientes, art.
140 y 142 CE, a los que dedica un epígra-
fe), y su relación con el sistema de compe-

tencial de la hacienda local; en tanto que
los medios de decisión autónoma local se
restringen a los recursos propios o el cré-
dito, sin afectar a las participaciones en
los recursos del Estado o CCAA (recursos
que proporcionan la suficiencia financie-
ra), en los que las Administraciones loca-
les no tienen poder de decisión. Por con-
traposición, las CCAA poseen un marco
orgánico en el que discutir los criterios de
aportación estatales: el Consejo de Política
Fiscal y Financiera.

Por último, dedica una específica aten-
ción a la autonomía del gasto local, como
uno de los factores desencadenantes de la
situación actual de las haciendas locales,
explicando su destino y la elaboración y
aprobación de sus presupuestos.

n
La segunda sección se abre bajo la de-

nominación de «Crónicas» y pretende ex-
poner sintéticamente, el amplio espectro
de sectores que afecta al gobierno local.

Se trata de más de una veintena de po-
nencias estructuradas en dos apartados.
El primero, dedicado a los aspectos jurídi-
cos y técnicos de nuestro Derecho local,
en él se agrupan la casi totalidad de las
materias con una relación directa o tan-
gencial al modelo competencial de las Ad-
ministraciones locales. Encontramos des-
de el análisis del Sistema político local por
Miguel SÁNCHEZ MORÓN, O el Régimen Jurí-
dico, Organización y Procedimiento Admi-
nistrativo debido a Andrés BETANCOR; has-
ta la caracterización institucional de los
Servicios Públicos Locales por Tomás
QUINTANA, O bien La Función Pública Local
por Joan MAURI, pasando por los estudios
dedicados a la Sanidad Local y la Asisten-
cia Social a cargo de Juan PEMAN GAVÍN Y
Leopoldo TOLIVAR ALAS, respectivamente.

El segundo apartado lo constituyen dis-
tintos análisis de Derecho comparado y de
las distintas experiencias internacionales
de los procesos de descentralización admi-
nistrativa e integración de las Administra-
ciones locales en la construcción europea.
Véanse así Gobierno Local e Instituciones
Europeas de Luis ORTEGA, Tendencias de
las autonomías locales en Italia, pertene-
ciente a Luciano VANDELLI; O también, La
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descentralización en Francia en 1994, sus-
crito por Frank MODERNE.

El primero de los epígrafes de esta se-
gunda sección titulada «Crónicas», respon-
de a un común denominador, la exposi-
ción precisa y sintética de la problemática
sectorial, desde la óptica jurídica, de los
entes locales.

Entre ellas se encuentran algunas rese-
ñables, tanto por la actualidad de los ám-
bitos materiales objeto de su estudio,
cuanto por su tratamiento y la eficacia de
sus conclusiones. Así, Antonio FANLO LO-
RAS se ocupa de desvelar los entresijos ins-
titucionales de la «Estructura Territorial»
del poder local, con especial atención al
fenómeno de fragmentación municipal
existente en nuestro país, debido en gran
medida a una inconsistente y errática polí-
tica de agrupaciones municipales.

Esta conformación organizativa, sin
precedente en Europa, ha incidido en la
desigual prestación de los servicios públi-
cos y su eficiencia, provocando la defini-
ción de nuevos espacios supramunicipales
para su gestión (Comarcas o Áreas Metro-
politanas), o la apelación al asociacionis-
mo municipal, canalizado a través de las
mancomunidades.

Partiendo de esta última afirmación,
Tomás QUINTANA, realiza una sugestiva
composición técnica, a propósito de «Los
Servicios Locales» y las entidades comple-
jas (mancomunidades, comarcas...), desta-
cando las implicaciones de ambas, efica-
cia de los servicios y surgimiento de entes
supramunicipales.

Andrés BETANCOR, plantea al abrigo de
la distinta casuística jurisprudencial, el
«Régimen jurídico, organización y procedi-
miento» de las Corporaciones Locales,
destacando las modificaciones interpreta-
tivas operadas en el régimen jurídico de
los entes locales y la adecuación a la Ley
de Procedimiento Administrativo Común
de los procedimientos relativos a la mate-
ria régimen local.

El campo de las «Policías Locales y Pro-
tección Civil», sirve de excusa a Javier BAR-
CELONA para diseccionar su régimen jurídi-
co y competencial, así como dar cumplida
información sobre la jurisprudencia cons-
titucional en relación con el marco nor-
mativo autonómico de fecha reciente.

Manuel REBOLLO PUIG, dedica su inter-

vención a los aspectos más relevantes del
«Comercio, las Ferias y Mercados» munici-
pales. Los temas tratados están profunda-
mente afectados por la incidencia del ur-
banismo comercial de las grandes superfi-
cies, acogidas con beneplácito por una
abundante normativa autonómica; la re-
ciente polémica del régimen de horarios
comerciales y la participación de las Ad-
ministraciones locales son también objeto
de tratamiento por el autor.

Un aspecto de gran interés en el peque-
ño comercio: las modalidades de venta, es-
pecialmente la venta ambulante, sobre es-
te tema el autor formula una especial críti-
ca dogmática y técnica.

La «Asistencia y los Servicios Sociales»,
problemas tradicionalmente más enfoca-
dos hacia la beneficencia pública, que a
un verdadero y moderno sistema de tutela
y prevención de la marginalidad son abor-
dados por Leopoldo TOLIVAR con elegante
pluma. El autor pasa revista de forma co-
herente al conjunto de la legislación pro-
ducida, introduciéndonos en cada una de
las políticas públicas sobre esta materia.

Como cierre, dejar constancia de la ri-
gurosa y documentada ponencia, de Juan
Manuel ALEGRE AVILA en relación con el
«Patrimonio Histórico», en la que diseccio-
na, desde un planteamiento dogmático y
explicativo al uso universitario, los princi-
pios medulares de las pertenencias históri-
co artísticas y sus relaciones con la activi-
dad normativa emanada de los entes pú-
blicos, para concluir con las implicaciones
prácticas en los entes locales y la jurispru-
dencia recaída resultante.

III

Como colofón, el volumen se cierra con
una sección dedicada a la «Documenta-
ción», en la que se contiene una cuidada se-
lección, tanto por su aplicabilidad a los su-
puestos de la praxis administrativa, cuanto
por su sistemática, de referencias jurispru-
denciales y legislativas, al objeto de ampliar
las informaciones obtenidas en las distintas
ponencias y análisis previos; así como una
bibliografía básica referida a cada una de
las materias tratadas en el sumario.

En conclusión, este libro contribuye a
enriquecer la panorámica de nuestra bi-
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bliografía, referida a la problemática local.
Sin duda con interés, tanto para los gesto-
res políticos municipales y funcionarios
de la Administración local, cuanto para es-
tudiosos del Derecho local, en general; por
lo que puede pronosticarse una favorable
acogida.

JOSÉ RAMÓN CUERNO LLATA

FUERTES, Mercedes, Urbanismo y
publicidad registral, Centro de
Estudios Regístrales de Catalu-
ña-Marcial Pons, Madrid, 1995,
185 páginas.

En una sociedad que aún no ha abando-
nado cierta admiración por la picaresca es
difícil que el legislador sepa atajar deter-
minados hábitos con las únicas armas que
le otorga la voluntad general expresada en
las urnas. Es más: el deseo popular no es,
muchas veces, el de los Cuerpos legislati-
vos y, por ello, hasta la Constitución debe
prohibir determinadas iniciativas legislati-
vas de la ciudadanía que podrían abocar a
la supresión de impuestos o, en algún lu-
gar, a la excarcelación de quienes, con
sangre ajena, dibujan las fronteras de su
soñada nación. Y todavía restaría un salto
cualitativo en la degradación moral: la
aprobación de normas deliberadamente
estériles, soslayables por los propios titu-
lares de los Poderes Públicos; el paradig-
ma de lo oficial frente a lo real o del añejo
dicho de que quien hizo la ley hizo la
trampa.

Sin caer en tales derrotismos, es lo cier-
to que la propaganda institucional que se
realiza de las leyes —o, mejor, de sus Pro-
yectos— y que viene a ser la versión popu-
lar de las Exposiciones de Motivos, pocas
veces logra plasmarse en éxitos tangibles
tras varios años de vigencia de sus precep-
tos. Así, la nueva legislación procedimen-
tal ni ha abolido el silencio negativo, ni si-
quiera lo ha convertido en minoritario
frente al estimatorio. Como tampoco la re-
ciente Ley de Contratos va a acabar con
las corrupciones que alimentaron tantos
editoriales de prensa, ni siquiera con la
elusión frecuente de los principios de pu-
blicidad y concurrencia efectiva. O, en fin,
si alguien percibió la «garantía del secreto

de las comunicaciones» con la promulga-
ción de la Ley de Ordenación de las Tele-
comunicaciones sólo tiene que desenga-
ñarse mirando hacia el CESID.

De modo semejante, la reforma de la
Ley del Suelo operada por Ley 8/1990, de
25 de junio pretendió «de modo funda-
mental, preservar de ciertos abusos el trá-
fico inmobiliario y evitar en lo posible las
conductas especulativas», como, con toda
precisión nos recuerda la profesora Mer-
cedes FUERTES LÓPEZ en una espléndida
monografía que acaba de ver la luz, bajo
los auspicios del Centro de Estudios Re-
gistrales de Cataluña y dentro de la colec-
ción de Estudios Jurídicos de Marcial
Pons.

Que el legislador haya conseguido sus
objetivos sobre el mercado del suelo es co-
sa ya más discutible, partiendo, además,
de la peculiar aplicación de la reforma, di-
rigida en principio a los municipios de
más de veinticinco mil habitantes y siem-
pre a salvo de la voluntad de dispensa o
extensión que las Comunidades Autóno-
mas manifiesten en cada caso.

Como destaca FUERTES, entre los ejem-
plos más significativos del espíritu refor-
mador nos encontramos con la considera-
ción separada de las facultades que, gra-
dualmente, ha de adquirir el propietario
de un terreno hasta materializar su dere-
cho a lo edificado (una de las escasas pre-
visiones concebidas para todos los Munici-
pios, a salvo la delimitación de áreas de
reparto y el cálculo del aprovechamiento
tipo en suelo urbano), la mayor precisión
a la hora de concretar los plazos para dar
cumplimiento a las obligaciones derivadas
del planeamiento, la mejor configuración
de la potestad expropiatoria o de venta
forzosa, el nuevo —y esperemos que no
inédito— régimen de valoraciones o los
eventuales derechos de tanteo y retracto
en favor de los Ayuntamientos. Y entre es-
tos mecanismos de salvaguarda de la lega-
lidad y de corrección de los abusos en el
mercado inmobiliario, debe incluirse muy
significativamente, como resalta la Dra.
FUERTES, la nueva regulación de la rela-
ción entre las actuaciones urbanísticas y el
Registro de la Propiedad. Justamente so-
bre el nexo entre Urbanismo y publicidad
registral se mueve la autora en un riguroso
y completo estudio sobre el encuentro de
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ambas realidades jurídicas, ya tímidamen-
te acercadas en la Ley del Suelo de 1956.
Aproximación posteriormente corrobora-
da en las leyes y reglamentos de los años
setenta que, sin embargo, no culminaron
una relación plenamente satisfactoria sino
que siguieron evidenciando distancia-
mientos e ignorancias recíprocas entre el
campo hipotecario y el Derecho urbanísti-
co. Este último, para más de un añejo pa-
ladín de la jurisdicción ordinaria y de su
vis atractiva, no dejó de ser un conjunto de
heterodoxias importadas para oscurecer el
sagrado derecho a edificar que a todo pro-
pietario otorgaba el Código civil. Aún en
nuestros días tal defensa contra la norma-
tiva del suelo puede encontrarse, como es
bien sabido, en múltiples interpretaciones
judiciales sobre el artículo 7 de la Ley de
arrendamientos rústicos.

El nuevo marco legal de la ordenación
urbanística, cristalizado en el Texto Re-
fundido de 26 de junio de 1992, ha queri-
do, con mayor o menor fortuna, incluir en
uno de sus preceptos —el actual artículo
307— todos los actos urbanísticos que tie-
nen acceso al Registro. Como siempre que
el legislador intenta compilar una materia
con carácter exhaustivo (piénsese, por
ejemplo, en el elenco de derechos del art.
35 de la Ley 30/1992, los olvidos u omisio-
nes se aprecian, como mucho, a la segun-
da lectura. Y para salvar tan humanas la-
gunas nada mejor que una cláusula resi-
dual o «cajón de sastre», como bien dice la
autora del libro reseñado, que prevea
«cualquier otra acto administrativo» no
expresamente imaginado por el redactor
legal o ensombrecido por una temporal
amnesia del sistematizador. Pero, además,
los supuestos inscribibles en el Registro lo
son a título de posibilidad y no de imposi-
ción, no siendo, como bien interpreta la
profesora FUERTES, obligatoria la constan-
cia registral de esos actos, de los que la
Ley sólo dice que «serán inscribibles». En-
tre los mismos se encuentran los actos fir-
mes de aprobación de expedientes de eje-
cución del planeamiento en cuanto supon-
gan la modificación de las fincas registra-
les afectadas por el Plan, la atribución del
dominio u otros derechos reales sobre di-
chas fincas o la fijación de garantías reales
que aseguren los deberes de ejecutar o
conservar la urbanización, las cesiones

obligatorias de terrenos, la incoación de
determinados expedientes sancionadores,
las condiciones especiales de concesión de
Ucencias, los actos de transferencia y gra-
vamen del aprovechamiento urbanístico,
la interposición de recursos contencioso-
administrativos que pretendan la anula-
ción de planes y normas, de su ejecución o
de licencias y las subsiguientes sentencias.
Al estudio crítico de las previsiones rese-
ñadas destina la autora el primer capítulo
del libro.en el que revela, para quien no
conozca su ya importante producción
científica, una inusual capacidad para au-
nar un método generosamente didáctico y
una redacción continua y rigurosamente
especulativa.

El segundo capítulo aborda otras actua-
ciones urbanísticas con incidencia en ma-
teria registral, tales como las expropiacio-
nes urbanísticas —incluido el vidrioso te-
ma de la reversión, sobremanera tras la
Ley 8/1990—, la inscripción del incumpli-
miento de deberes urbanísticos, las edifi-
caciones ruinosas o la inscripción de nue-
vas edificaciones (con o sin licencia) y de
la parcelación de fincas. Por último, la au-
tora analiza en este capítulo los derechos
de tanteo y retracto y el propio derecho de
superficie como instrumentos que, directa
o indirectamente, permiten la interven-
ción pública en el mercado del suelo y de
la vivienda.

De forma más breve, pero sumamente
ilustrativa, Mercedes FUERTES nos obse-
quia con un tercer capítulo dedicado a la
incidencia de algunas normas sectoriales,
eligiendo, a tal efecto, la legislación de
Costas, la de Carreteras y la de Patrimonio
histórico.

El último capítulo es una reflexión so-
bre la fe pública administrativa como títu-
lo bastante para acceder al Registro (tema
bien familiar, por cierto, al dominio públi-
co), deteniéndose la autora en el conteni-
do de la certificación administrativa y en
la sucesiva calificación registral.

A modo de epílogo, unas últimas obser-
vaciones, que no conclusiones como desea
dejar sentado la Dra. FUERTES LÓPEZ, nos
sugieren —o, mejor, debieran sugerir a los
Poderes Públicos— la conveniencia de
ciertas matizaciones o cambios, comen-
zando por la tan ansiada coordinación en-
tre la organización que ordena el territorio
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y el Registro de la Propiedad (que ya a su
vez ofrece seculares divergencias y disfun-
ciones con el Catastro) o por la necesaria
remisión al registrador de los Planes y
Normas subsidiarias o complementarias
que definen el estatuto jurídico de la pro-
piedad y terminando por la absurda exi-
gencia de protocolizar notarialmente de-
terminadas certificaciones administrativas
para acceder al Registro, dudando de la
condición de fedatario, por ejemplo, de un
empleado público como es el caso del Se-
cretario Municipal.

El libro, que culmina con un aporte bi-
bliográfico que muestra la solidez formati-
va de la autora, es una magnífica y origi-
nal aportación tanto al campo urbanístico
como al hipotecario. Puede sentirse satis-
fecha la Dra. FUERTES del trabajo conclui-
do porque, sin necesidad de erigirse en au-
gur, cualquier persona avezada en las
grandezas y miserias jurídicas, podrá
comprobar que está en presencia de una
monografía indispensable; de una obra de
consulta obligada y perdóneseme el tópi-
co, pues poco obligada puede ser la lectura
de una obra tan sugestiva, a menos que
por tal se entienda el grado en que cautiva
al lector desde sus primeras páginas.

LEOPOLDO TOLWAR ALAS

JIMÉNEZ CASQUET, Francisco, Histo-
ria del Canal de Huétor-Tájar y Vi-
Uanueva de Mesía, Granada, 1995.

Sabido es que los españoles tenemos po-
ca memoria histórica o colectiva, y acaso
por ello solemos creer que los problemas
contemporáneos son real y exclusivamen-
te de ahora y tendemos a repetir una y
otra vez errores del pasado. Resulta por
tanto muy conveniente echar la vista atrás
y darnos cuenta de donde venimos y por
qué camino lo hemos hecho, para en la
medida de lo posible aprender de la histo-
ria, incluso de la historia reciente (pues
hoy, tras el vértigo de los cambios políti-
cos, sociales y económicos acaecidos en
los últimos veinte años, las cuatro o cinco
primeras décadas de este siglo parecen
más próximas a la Edad media que a la
era de la informática). Esta consciencia
histórica y colectiva es particularmente

necesaria en aquellas cuestiones como el
uso y la gestión del agua que afectan a to-
da la población y a su modo de vida y que,
según está quedando patente en los tiem-
pos que vivimos, corre el riesgo de conver-
tirse en un problema no ya sólo agrícola y
económico sino sobre todo político.

De manera que aunque sólo fuese por-
que nos relata nuestro pasado reciente y
nos alerta sobre el preocupante futuro de
los regadíos del sur de la península, este li-
bro de Francisco JIMÉNEZ CASQUET bien
merece su lectura. El autor, abogado con
varias décadas de ejercicio y académico de
la de Legislación y Jurisprudencia granadi-
na, es especialista en Derecho de Aguas (de
hecho su discurso de ingreso en la Acade-
mia se titulaba «Homenaje a la derogada
Ley de Aguas de 1879 y sus diferencias con
la de 1985»), y ha escrito una obra breve y
sin pretensiones pero que, según acabo de
decir, resulta muy interesante.

Huétor-Tájar es un pueblo que se halla
situado en el extremo occidental de la par-
te granadina de la vega del Genil. En tiem-
pos remotos contó con un sistema de ace-
quias y acueductos de origen árabe que en
los siglos XVIII y XIX prácticamente ha-
bía dejado de usarse por el deterioro de las
conducciones, las frecuentes crecidas del
Genil y por el sistema de explotación agra-
ria (mediante censos que de hecho impe-
dían cualquier iniciativa mínimamente
rentable). El origen del actual Canal de
Huétor hemos de buscarlo, según señala el
autor en el capítulo III, en el Plan General
de Obras Hidráulicas ideado por el Mar-
qués de Portago en 1902, que aunque fi-
nalmente no se tradujese en la construc-
ción del Canal, sí supuso el germen de lo
que vendría poco después. En efecto, fruto
del empuje de algunos de los vecinos más
emprendedores se puso en marcha un pro-
yecto que dio lugar primero a la constitu-
ción en el año 1923 de la Sociedad Anóni-
ma «Hidráulica del Genil» y después de la
guerra, y una vez creada la Comunidad de
Regantes en 1935, al Proyecto de Mejora
de los regadíos de Huétor que desembocó
en la inauguración, en julio de 1948, de
una de las obras hidráulicas más impor-
tantes realizadas hasta la fecha en la pro-
vincia de Granada (pues puso en regadío
algo más de mil hectáreas, costó nueve
millones de pesetas de las de entonces y
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significó el desvío del cauce natural del
Genil).

La historia del Canal de Huétor que nos
relata JIMÉNEZ CASQUET es una de tantas
luchas por la prosperidad que, amparadas
por la hoy tan denostada actividad pública
de fomento, emprendieron pequeñas co-
lectividades rurales y que ál cabo de los
años han supuesto un cambio casi radical
de hábitos, una mejora sustancial en las
condiciones de vida y una riqueza que dé-
cadas atrás hubiese sido ilusoria. La foto
que ilustra la página 15, en la que sobre
una de las carrozas que acudieron a la
fiesta de inauguración del Canal hay una
pancarta que reza «Viva el agua y quien la
trujo», es fiel muestra de lo que para los
vecinos en general y los labradores en par-
ticular suponía la apertura de las com-
puertas de las acequias.

En el libro se relatan paso a paso los trá-
mites administrativos para la realización de
las obras (capítulos XI y XII), siendo ésta a
mi juicio la parte más interesante de la
obra para los lectores de esta REVISTA y
para el lector interesado en el Derecho de
aguas. En la mejor literatura jurídica espa-
ñola contamos desde hace tiempo con un
magnífico estudio de Sebastián MARTIN-RE-
TORTILLO, precisamente dedicado a la cons-
trucción de obras de regadío (me refiero a
«Construcción y explotación por el Estado
y las Comunidades de Regantes de las
obras hidráulicas con destino a riegos», tra-
bajo incluido en su libro Aguas públicas y
obras hidráulicas, Tecnos, Madrid, 1996,
págs. 15 y ss.), y por ello las páginas de JI-
MÉNEZ CASQUET son un contrapunto perfec-
to y práctico a una materia que desde hace
mucho tiempo viene interesando a la doc-
trina. El relato de la financiación, en buena
parte pública, de las obras, su realización
sin necesidad de expropiación (pues los ti-
tulares de las fincas afectadas por las obras
o bien accedieron voluntariamente a los
trabajos temporales de consolidación de la
presa del Canal o bien vendieron las fincas
a la Comunidad), la subasta de la contrata
y sus posteriores avatares (cesión a la pro-
pia Comunidad por el contratista inicial) y
todas las demás actuaciones ejecutadas al
amparo de la Ley de Auxilio a las Obras Hi-
dráulicas de 7 de julio de 1911 (conocida
como Ley Gasset), todo ello constituye, in-
sisto, un verdadero manual de clases prác-

ticas de obras públicas cuya lectura se rea-
liza con gran aprovechamiento.

Vale la pena destacar asimismo las re-
flexiones acerca de la incidencia de la Ley
de Aguas de 1985 sobre los regadíos de la
zona. En las páginas 151 y ss. el autor,
siempre desde un punto de vista funda-
mentalmente práctico, describe el proceso
de formalización de los trámites previstos
en el párrafo segundo de la Disp. trans. 1 .a

(actas de notoriedad para el reconoci-
miento y legalización de los aprovecha-
mientos), sin dejar pasar la ocasión para
advertir sobre la necesidad de modernizar
las técnicas de regadío: «El sistema tradi-
cional de inundación es improductivo y
derrochador de agua, mientras que la as-
persión o el goteo limitan el consumo con
incremento de la producción» (pág. 154).

Cuando el agua (su escasez, su carestía
y también su calidad) se está convirtiendo
en un problema nacional, cuando el tan
traído y llevado Plan Hidrológico Nacional
está pasando en estudio demasiados años,
cuando en definitiva al cabo de casi un si-
glo aún seguimos dándole vueltas a los
mismos problemas que preocupaban a
COSTA O a FRANQUET, no está de más mirar
atrás e intentar aprender del pasado (de lo
bueno y de lo menos bueno). Este esplén-
dido libro de Francisco JIMÉNEZ CASQUET
nos invita a hacerlo, y por ello hemos de
felicitarnos.

MIGUEL BELTRÁN DE FELIPE

SOSA WAGNER, Francisco: Posada
Herrera. Actor y testigo del siglo
XIX. Temas Llanes, n.° 72, Lla-
nes, 1995, 283 páginas.

Si bien es amplio el número de trabajos
que hacen referencia a los aspectos políti-
cos del sistema de la Restauración, el perío-
do comprendido entre 1834 y. 1868 —sal-
vando notables, pero contadas excepcio-
nes—, presenta aún una escasez de estu-
dios al respecto. Partiendo de esta premi-
sa, la obra del Doctor Francisco SOSA cu-
bre una parte de esa laguna, centrándose
para ello en una de las figuras más rele-
vantes del período, como es la de José Po-
sada Herrera.

Con una prosa amena, el autor nos va
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descubriendo, al hilo narrativo de una ter-
cera persona, en clave biográfica, los ava-
tares políticos de la parte central de la pa-
sada centuria. Los constantes vaivenes del
momento, la lucha entre tradición y mo-
dernidad, o los habituales enjuagues pala-
ciegos, se reflejan en el desarrollo de la
obra.

Pero si ya de por sí el relato de unos he-
chos que marcaron el devenir histórico de
España son suficientes para redondear el
trabajo, la obra del profesor SOSA WAGNER
va aún más allá, incidiendo en un aspecto
concreto del momento político que a Posa-
da le tocó vivir y del que él mismo fue acti-
vo y principal protagonista en su faceta de
hombre público, como es el referido a su
directa participación en la política electo-
ral de gran parte de la época isabelina,
desmitificando la tradicional y extendida
idea de un Posada creador de usos electo-
rales corruptos.

Si bien con el «Gran Elector» la prácti-
ca de la presión gubernamental en las
consultas comiciales adquiere su máxima
expresión, hay que considerarle, tal como
el profesor FERNÁNDEZ ALMAGRO le defi-
nió, más como «coordinador, sistemati-
zador, unificador de las corruptelas y co-
rrupciones electorales», que como inspi-
rado de unos métodos ya generalizados a
partir de la instauración del sistema elec-
toral directo.

La fórmula de utilizar circulares minis-
teriales para influir en el electorado, o la
simple injerencia de la Administración en
cualquier consulta, es una práctica que ya
se detecta en los inconclusos comicios de
1836, intensificándose a partir de esta fe-
cha, como ejercicio habitual de cuantas
convocatorias se celebren. Circunstancia
que ya en 1840 fue recogida por un medio
de prensa como El Corresponsal —19-julio-
1840—, donde se señalaba cómo las elec-
ciones ocupaban al Gobierno, tanto por
«influir en ellas, como dicen unos que es
razonable, ya para dirigirlas como asientan
otros». Prácticas que se pretenden oficiali-
zar, coincidiendo con los debates parla-
mentarios que alumbraron la ley electoral
de 1846, cuando desde la tribuna de orado-
res el diputado Polo reclame la interven-
ción del Ministerio en los comicios, tenien-
do su inmediata confirmación en los usos
ejecutados a finales de los años cuarenta

por Sartorius, Cándido Nocedal y Bertrán
de Lis o con posterioridad por Miraflores y
Rodríguez Vaamonde. E incluso indirecta-
mente denunciadas por el propio Posada
en 1843, cuando en sus Lecciones de Admi-
nistración comparaba los censos electora-
les con el papel de la bolsa «que sube o ba-
ja (...), según las circunstancias y partidos
políticos que dominan».

Pero hay un segundo aspecto, derivado
del anterior, que se intuye en el trabajo del
profesor SOSA, y en el que se señala una
vía alternativa respecto a la influencia de
la Administración en la definitiva concre-
ción de los resultados de cualquier consul-
ta electoral del período, remarcando el
efectivo poder que los elementos locales
manifiestan en las mismas.

Sin negar la capacidad del Ministerio a
la hora de dirigir interesadamente los co-
micios, momentos hay en los que se plan-
tea la necesidad de contar con la aquies-
cencia de esos poderes, a fin de asegurarse
el triunfo —y que en el caso de Posada He-
rrera le suponen, tanto su elección por As-
torga, cimentada en los apoyos de perso-
najes locales, como es el caso de Manuel
Martínez, como a la inversa, el positivo
respaldo que en detrimento suyo dispensa-
rán los propietarios de Llanes al también
local Lorenzo Nicolás Quintana—. Argu-
mentación que se puede interpretar a par-
tir del principio de reconocer al Estado
decimonónico como un ente endeble y no
suficientemente desarrollado, sostenido,
como acaba de señalar el profesor Fusí —
Centralismo y localismo: la formación del
Estado español. Madrid, 1994— por una
maquinaria «de escasas dimensiones, limi-
tada a siete u ocho ministerios», de entre
los que la mayor parte del gasto se consu-
mía en «Guerra, Marina y deuda».

Por esto, y teniendo en cuenta, tal como
indicara ORTEGA, que en la España del mo-
mento no hay «predominantemente más
que la vida local» —El Sol. 14-febrero-
1928—, se entiende la fortaleza de unos or-
ganizados y sólidos poderes locales, capa-
ces de enfrentarse con éxito, si es necesa-
rio, a un Estado aún embrionario y débil.
Notables «de aldea» para quienes el Estado
se funda en una serie de particularismos
locales, donde lo que importa es el benefi-
cio cercano, lo concreto e inmediato.

De este modo se hace imprescindible,
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no sólo contar con su favor, promocionan-
do sus ambiciones, tanto laborales, como
comunales y políticas, sino que incluso, en
modo alguno, el elemento local estará en
disposición de admitir imposiciones aje-
nas a su voluntad, fracturándose la argu-
mentación de identificar a los comicios
decimonónicos como una estructura pira-
midal, vertebrada desde el centro —Minis-
terio de la Gobernación, Jefe Político, Al-
calde—, igualando los factores que inter-
vienen en los mismos. Se manifiesta un
panorama diferente, en el que los elemen-
tos locales adquieren un destacado prota-
gonismo, plasmándose, en vez de una im-
posición superior, una tensión dialéctica
entre el centro y la periferia.

En suma, una brillante y amena exposi-
ción, no exenta de una fina ironía, en la que
el profesor SOSA WAGNER rescata, no sólo la
figura humana y política de Posada Herre-
ra, sino también el interés por una época
fundamental en la historia de España.

MANUEL ESTRADA SÁNCHEZ
Profesor Ayudante de Historia

del Derecho y de las Instituciones
Universidad de Cantabria

Santiago GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ: El
deslinde de las costas, Marcial
Pons, Madrid, 1995, 146 páginas.

Santiago GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, joven
profesor titular de Derecho Administrativo
en la Universidad de León, es ya suficien-
temente conocido dentro de la doctrina
administrativista española por las diversas
monografías que ha publicado, caracteri-
zadas por una aproximación realista a los
problemas del Derecho positivo, producto
de la eficaz combinación entre el rigor
dogmático y la atención a la práctica ad-
ministrativa y jurisprudencial. Sin duda
nos hallamos, de acuerdo con lo que pone
en relieve el profesor PARADA VÁZQUEZ en el
prólogo a esta obra, ante uno de los espe-
cialistas que más renombre alcanzará en
un futuro no muy lejano dentro de la rama
del Ordenamiento que nos ocupa. Por otra
parte, representa para todos los que nos
iniciamos en la investigación jurídica un
ejemplo de cómo una sólida formación
completada en el ámbito de un Derecho

extranjero (en el caso de GONZÁLEZ-VARAS,
el Derecho alemán, bajo la dirección del
reputado profesor Rolf STOBER) no ha de
resolverse necesariamente en la importa-
ción acrítica e indiscriminada de solucio-
nes que, extraídas fuera del contexto en el
que fueron formuladas, suelen aportar
más confusión que luz a los problemas es-
tudiados.

Justamente esta monografía, resultado
de la investigación presentada por
GONZÁLEZ-VARAS para la obtención de su
actual plaza de profesor titular, es una
prueba de que todo lo que se ha venido di-
ciendo no son meros elogios rituales. En
ella el autor ensaya una reformulación de
la naturaleza jurídica del deslinde admi-
nistrativo del demanio marítimo-terrestre,
que se estaba haciendo imprescindible
cuando nos separan ya bastantes años de
la entrada en vigor del apartado segundo
del artículo 132 de la Constitución, y no
pocos de la aprobación de la Ley 22/1988,
de 28 de julio, de Costas. Y lo hace extra-
yendo antes que nada las debidas conse-
cuencias de esas normas, para después
analizar la jurisprudencia existente sobre
la cuestión, con la abierta intención de
propiciar un cambio de orientación de la
misma. En efecto, de la lectura de la obra
de GONZÁLEZ-VARAS se desprende que el ca-
rácter demanial de la zona marítimo-te-
rrestre, por voluntad expresa de la propia
Constitución completo y sin fisuras (es de-
cir, sin que quepan los tristemente famo-
sos «enclaves» privados), no acaba de ser
asimilado por la jurisprudencia, en espe-
cial la del orden jurisdiccional civil.

Por lo demás, es de destacar que las re-
ferencias al Derecho comparado, con las
que una persona de la formación del autor
podría llenar fácilmente páginas y pági-
nas, se reducen a las alusiones estricta-
mente necesarias al Ordenamiento fran-
cés, que es el más próximo al español en la
institución estudiada.

Pasando al análisis del contenido del li-
bro, GONZÁLEZ-VARAS señala que bajo la vi-
gencia de la Ley de Costas de 1969 el des-
linde del demanio marítimo-terrestre era
considerado por la doctrina y la jurispru-
dencia mayoritarias como un acto admi-
nistrativo con efectos de mera constata-
ción de la tenencia o la posesión de hecho
de los terrenos afectados, del que resulta-
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ba el establecimiento de una presunción
de la condición demanial de aquéllos.
Frente a titularidades inscritas en el Regis-
tro de la Propiedad, la Administración se
veía obligada a ejercitar la acción reivindi-
catoría ante la jurisdicción civil, aunque,
eso sí, correspondía al particular probar
que el origen de su título era anterior a
1880, fecha de la que nuestros Tribunales
han venido tradicionalmente haciendo
arrancar la demanialidad de los bienes del
dominio público marítimo-terrestre (aun-
que los estudios histórico-jurídicos actua-
les ponen de manifiesto que esta condi-
ción la han tenido por lo menos desde la
Ley de Aguas de 1866). En consecuencia, a
los Tribunales de lo contencioso-adminis-
trativo sólo les competía el conocimiento
de la regularidad formal del procedimien-
to de deslinde, dejando en todo caso para
el orden jurisdiccional civil las cuestiones
de posesión y propiedad.

Sin embargo, con la Ley de Costas de
1988 el acto de deslinde es título suficiente
para la novedosa inmatriculación registra!
de los bienes del demanio marítimo-te-
rrestre, y para, en su caso, la incoación del
procedimiento de rectificación de los
asientos regístrales contradictorios. Tiene,
además, carácter inmediatamente ejecuto-
rio, permitiendo a la Administración to-
mar posesión de los bienes a través de la
potestad de recuperación de oficio de los
bienes demaniales o del procedimiento de
desahucio administrativo (sin perjuicio de
lo que más adelante se dirá sobre la nece-
sidad de respetar las concesiones compen-
satorias previstas en las Disposiciones
Transitorias de la Ley de Costas). Ahora
será el particular, aunque sea un titular re-
gistral protegido por el artículo 34 de la
Ley hipotecaria, quien tenga que accionar
contra la Administración si no está de
acuerdo con el deslinde.

Finalmente, los Registradores de la Pro-
piedad vienen obligados, antes de inmatri-
cular o realizar segunda o posterior ins-
cripción de las fincas situadas en la zona
de servidumbre de protección, a compro-
bar si lindan o no con el demanio maríti-
mo-terrestre; en el primer supuesto, el
particular ha de aportar certificación de la
Administración de que la finca no invade
el demanio. Con todo, aun en el caso en
que no se produzca la colindancia, el pro-

pio Registrador deberá solicitar igualmen-
te la certificación si sospecha que existe
esa invasión.

Sobre la base de estos datos normativos,
y de la proclamación constitucional del ca-
rácter demanial de la zona marítimo-te-
rrestre, concretada en la vigente Ley de
Costas, GONZÁLEZ-VARAS defiende la tesis
de que el acto de deslinde tiene hoy natu-
raleza constitutiva. De esta manera, mien-
tras no es realizado, permanecen firmes las
titularidades privadas con apoyo registral
existentes sobre los bienes afectados, pero,
una vez producido y notificado, tiene la
virtualidad de hacer desaparecer inmedia-
tamente aquéllas, pasando por encima in-
cluso del régimen protector que establece
nuestro Derecho inmobiliario registral.

Esta construcción puede plantear algu-
na perplejidad, porque, en principio, lo
que parece que debiera derivarse de la
Constitución y de la Ley de Costas es el
carácter declarativo del deslinde con res-
pecto a la titularidad pública de unos bie-
nes cuya demanialidad nace directamente
de la ley (como, por otra parte, ya soste-
nía un sector doctrinal minoritario bajo la
vigencia de la Ley de Costas de 1969). En
efecto, si bien el apartado segundo del ar-
tículo 132 de la Constitución no es sufi-
ciente para constituir la titularidad públi-
ca de unos terrenos concretos, dado que
no suministra criterios para determinar
qué sea y hasta dónde llegue la zona marí-
timo-terrestre, esto no ocurre con la Ley
de Costas de 1988, que sí proporciona
esas indicaciones.

Ahora bien, es evidente que la solución
propuesta por el autor, demostrando un
extremado realismo y sentido práctico, tie-
ne la ventaja de evitar la situación de inse-
guridad jurídica y de perturbación del sis-
tema de protección registral que se produ-
ciría si, antes de la concreción sobre el te-
rreno a través de un acto formal de los lí-
mites de la zona marítimo-terrestre, se pu-
diesen considerar automáticamente decaí-
das cuantas titularidades privadas inma-
triculadas invadieran aquélla. La impor-
tancia que adquiere así el deslinde es evi-
dente, porque, de una parte, sin él la de-
manialidad de la zona marítimo-terrestre
es inoponible en los casos concretos, y de
otra, después realizado desaparece la posi-
bilidad de plantear cualquier cuestión re-
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lativa a la propiedad o posesión de los bie-
nes deslindados.

En efecto, dado que tras la entrada en
vigor de la Constitución es imposible ad-
mitir la existencia de los «enclaves» priva-
dos en la zona marítimo-terrestre, frente a
un acto de deslinde concebido como lo ha-
ce el autor no caben más de dos posibili-
dades: o está bien hecho conforme a los
criterios de delimitación de la zona maríti-
mo-terrestre contenidos en la Ley de Cos-
tas y a los preceptos reguladores del pro-
cedimiento que se ha de seguir, en cuyo
caso queda constituida la titularidad pú-
blica de los bienes afectados, o se ha pro-
ducido alguna irregularidad en la aplica-
ción de esos criterios o en la tramitación
del expediente, con lo que el acto no pue-
de desplegar sus efectos constitutivos y se
mantienen las titularidades privadas exis-
tentes. En todo caso, lo que en un litigio se
va a discutir es la validez de un acto admi-
nistrativo y no la titularidad de los bienes,
que está supeditada por completo y de
modo exclusivo a la correcta constatación
de la pertenencia o no de los mismos a la
zona marítimo-terrestre.

Por tanto, los intereses jurídicos-proce-
sales de los particulares afectados se cen-
trarán en obtener la anulación del acto de
deslinde, con la eventual suspensión cau-
telar previa del mismo, o, subsidiariamen-
te, en el reconocimiento de la titularidad
de la concesión administrativa que prevé
a modo de indemnización (o en lugar de
la misma) la Ley de Costas en sus diferen-
tes Disposiciones Transitorias. El corola-
rio lógico de esta línea argumental es la
competencia exclusiva del orden jurisdic-
cional contencioso-administrativo para
conocer del deslinde, además de la necesi-
dad de que en la práctica de éste se re-
fuercen las garantías procedimentales pa-
ra los particulares afectados. En definiti-
va, todas las cuestiones jurídicas que pue-
den nacer de él son de carácter adminis-
trativo, sin que quede resquicio alguno so-
bre el que quepa fundar la competencia
procesal del orden jurisdiccional civil
(otra cosa sucederá, evidentemente, cuan-
do el deslinde deba considerarse inexis-
tente, porque entonces se entrará en el
ámbito de la vía de hecho).

El estudio que GONZÁLEZ-VARAS realiza
de la jurisprudencia sobre el deslinde, bási-

camente civil, tanto anterior como poste-
rior a la Ley de Costas de 1988, aporta nue-
vos argumentos en favor de esta preferen-
cia por el orden jurisdiccional contencioso-
administrativo, ya que la perspectiva ius-
privatista de los Tribunales civiles les lleva
en muchas ocasiones a no reconocer ni si-
quiera el valor normativo y la eficacia in-
mediata del apartado segundo del artículo
132 de la Constitución. Aunque pueda re-
sultar difícilmente creíble, lo cierto es que
el autor nos muestra una línea jurispru-
dencial de la Sala civil del Tribunal Supre-
mo que sostiene hasta nuestros días el va-
lor meramente «probatorio» del precepto
constitucional mencionado (lo que implica
que va a ser ponderado con las pruebas en
favor de una pretendida titularidad priva-
da, que la propia norma en cuestión hace
imposible), y que incluso se atreve a anular
actos administrativos de deslinde, sobrepa-
sando todos los límites de la competencia
del orden jurisdiccional civil.

No opina igual, sin embargo, el profesor
PARADA VÁZQUEZ, quien, en el prólogo a la
obra que nos ocupa, defiende la interven-
ción de los Juzgados civiles, por su mayor
proximidad a los fundos afectados y como
compensación frente al carácter autorita-
rio del deslinde, que, a su juicio, no en-
cuentra adecuada corrección en el proceso
contencioso-administrativo. Poniéndonos
en el lugar del particular afectado, hay que
reconocer que la realidad práctica de la
admisión por parte de los Tribunales civi-
les de su propia competencia y la toleran-
cia que éstos siguen mostrando frente a
las invasiones del dominio público maríti-
mo-terrestre aconsejarán no despreciar es-
te cauce procesal, por más que, como afir-
ma GONZÁLEZ-VARAS, el interés jurídico-
procesal del demandante se dirija a la ob-
tención de unos resultados que en princi-
pio sólo el orden jurisdiccional contencio-
so-administrativo podría garantizar.

La monografía incluye también en su
parte final un estudio sobre la posibilidad
de que en la Ley de Costas de 1988 sobre-
viva algún caso de tolerancia de titularida-
des privadas en la zona marítimo-terres-
tre, bien a través de las Disposiciones
Transitorias del texto, bien por la vía de la
admisión de supuestos de desafectación
del demanio marítimo-terrestre. Ambas
hipótesis son desechadas por el autor; en
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especial, por lo que se refiere a la segunda,
no se puede dejar de repetir que ninguna
clase de titularidad, pese a hallarse conso-
lidada registral o judicialmente, y aunque
haya sido tolerada o hasta propiciada por
la propia Administración, puede prevale-
cer por encima del apartado segundo del
artículo 132 de la Constitución.

Sin embargo, el análisis de las conce-
siones de larga duración que la Ley de
Costas prevé en sus Disposiciones Transi-
torias (interpretadas y completadas de
forma muy generosa por la sentencia del
Tribunal Constitucional 149/1991, de 4 de
julio), como compensación por la priva-
ción de las titularidades consolidadas so-
bre los bienes que el deslinde ha de in-
cluir en la zona marítimo-terrestre, lleva
a GONZÁLEZ-VARAS a hablar de una situa-
ción de «demanialidad ocupada». Así, se
produce la paradoja de que los enérgicos
efectos jurídicos del deslinde no se co-
rresponden con ninguna alteración física
del paisaje, porque la teórica ejecutorie-
dad de aquél se ve enervada por la necesi-
dad de reconocer y respetar las citadas
concesiones.

Si a esto se le une el dato de que el des-
linde de las costas sólo se ha realizado, in-
cluyendo lo ya hecho antes de la vigente
ley, en un tercio de su longitud, y los re-
trasos que puedan producirse en el inicio
del disfrute de las concesiones, debido a
los pleitos que previsiblemente nacerán
de los propios deslindes, se concluye, co-
mo el profesor PARADA VÁZQUEZ pone de
manifiesto en el prólogo de una forma pe-
simista, pero también muy realista, que
pasarán aún muchas generaciones antes
de que se puedan notar sobre el terreno
los efectos de la Constitución y de la Ley
de Costas. De ahí que GONZÁLEZ-VARAS dé
a entender a lo largo de la obra que co-
mentamos que quizás un sistema como el
de la voiñe francesa, deslinde constitutivo
que va acompañado de una indemniza-
ción por su carácter expropiatorio indi-
recto, fuera más oportuno para conseguir
la efectividad de la declaración constitu-
cional de demanialidad de la zona maríti-
mo-terrestre.

Luis MIGUEZ MACHO
Área de Derecho Administrativo

Universidad de Santiago de Compostela

RUESGA, S., y DURAN, G. (coord.),
Empresa y medio ambiente, Pirá-
mide 1995.

MARTÍN MATEO, R. Nuevos instru-
mentos para la tutela ambiental,
Trivium 1994.

VERA JURADO, D. La disciplina am-
biental de las actividades indus-
triales, Tecnos 1994.

Damos noticia aquí de la aparición en
los últimos tiempos de una serie de libros
que tienen en común abordar al estudio
de los instrumentos de protección del me-
dio ambiente aplicables a la empresa. En
clara consonancia con los objetivos del
Quinto programa comunitario de acción
en materia de medio ambiente estos estu-
dios examinan, de forma complementaria,
el papel que juega la industria en el dete-
rioro ambiental y los instrumentos de ca-
rácter jurídico y económico disponibles
para hacer frente a esta imparable tenden-
cia. El Quinto programa sitúa en un lugar
central de su nueva estrategia para el me-
dio ambiente a la industria la cual es res-
ponsable en gran medida de los problemas
del medio ambiente pero puede y debe
contribuir a solucionarlos. Parece oportu-
no, por todo esto, hacer una mención glo-
bal de las tres obras para que el lector am-
bientalista novel pueda hacerse una pers-
pectiva del conjunto del estado de la cues-
tión en el ámbito de la gestión industrial
del medio ambiente.

Los trabajos tienen un corte muy distin-
to y responden a inquietudes también di-
versas. La aportación del Profesor MARTÍN
MATEO —pionero en la construcción doc-
trinal del Derecho ambiental español y
con una trayectoria sobradamente conoci-
da— tiene la virtualidad, una vez más, de
abrir el camino investigador en torno a
tres instrumentos que, sin duda, van a
provocar cambios sustanciales en este te-
rreno. Se interna el maestro en el estudio
de tres mecanismos de reciente incorpora-
ción al acervo comunitario de tutela am-
biental, y por lo tanto al ordenamiento in-
terno, cuales son la ecoetiqueta, la ecoau-
ditoría y el derecho de acceso a la infor-
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mación ambiental. Instrumentos todos
ellos marcados por la vocación de corres-
ponsabilización y participación que im-
pregna la reciente política comunitaria
ambiental. Fundamentalmente la audito-
ría ambiental, pero también la etiqueta
ecológica y el derecho de información es-
tán destinados a provocar un revulsivo en
la conducta ambiental de los ciudadanos,
y de la industria. El carácter voluntario de
los dos primeros instrumentos no obsta
para que estén llamados a jugar un impor-
tante papel en la protección del medio am-
biente en los próximos años (sirvan de
ejemplo los consolidados éxitos de la ecoe-
tiqueta en Alemania y la ecoauditoría en
Estados Unidos).

En una magnífica exposición el profesor
MARTÍN MATEO introduce los principales
rasgos de estos «nuevos instrumentos» así
como una exhaustiva descripción de su
funcionamiento y repercusiones, pero, no
se queda ahí. También ensaya la primera,
y sólida, aportación teórica española en la
materia dotando de un hilo conductor-
unificador a estas novedosas técnicas de
tutela ambiental.

La auditoría ambiental es un instru-
mento de gestión que comprende una eva-
luación sistemática, documentada, perió-
dica y objetiva del funcionamiento de la
organización, del sistema de gestión y del
equipo destinado a asegurar la protección
del ambiente, a facilitar el control por la
empresa de las actividades en materia am-
biental y a vigilar la conformidad a este
respecto de la política de la empresa res-
pecto a la legislación. La etiqueta ecológi-
ca es un distintivo de certificación am-
biental destinado a promover el diseño, la
producción, la comercialización y la utili-
zación de productos que tengan repercu-
siones reducidas en el medio ambiente du-
rante todo su ciclo de vida y proporcionar
a los consumidores mejor información so-
bre las repercusiones ecológicas de los
productos. Por su parte, el derecho de ac-
ceso a la información ambiental es «una
habilitación legal ciudadana» para conse-
guir que la Administración facilite a peti-
ción del publico toda aquella información
y documentación de la que disponga en
cualquier soporte y que no se encuentre
sometida al régimen de excepciones pre-
visto en la ley.

El Profesor MARTÍN MATEO se encarga,
una vez más, de abrir otro camino al Dere-
cho ambiental agrupando en un estudio a
una serie de instrumentos de tutela am-
biental que, por su naturaleza, responden
a la «nueva estrategia» que parece estar
tomando la política de protección ambien-
tal. Mediante una profusa apoyatura bi-
bliográfica y unos interesantes anexos do-
cumentales el profesor desgrana los pun-
tos de más interés de estos instrumentos
destinados a provocar modificaciones glo-
bales de la conducta ambiental. Ninguno
de estos mecanismos puede dejar indife-
rente a los sectores implicados. Los ciuda-
danos dispondrán de nuevos canales de in-
formación la cual es el mejor incentivo pa-
ra la concienciación. Ante la empresa se
despliegan una serie de mecanismos, vo-
luntarios que pueden modificar radical-
mente su gestión global y su posición en el
mercado. Para las Administraciones estos
instrumentos vienen a complementar los
esfuerzos públicos y buscan la complici-
dad del público y las empresas en una ta-
rea de trascendencia planetaria: la defensa
del medio.

No podemos pues, más que recomendar
la lectura de este nuevo fruto del paciente
y entregado trabajo de difusión de la pro-
blemática jurídico-ambiental del Profesor
Ramón MARTÍN MATEO.

n
En cuanto al libro del que son coordina-

dores los profesores S. RUESGA y G. DURAN
hay que destacar el interés global que pre-
senta por proporcionar una visión pluri-
disciplinar, de tono divulgativo, de la rela-
ción empresa-medio ambiente. Esta obra
incluye aportaciones de orientación teóri-
ca tanto de juristas, como de economistas
y un conjunto de capítulos, realizados por
consultores y directivos de empresas, que
muestran el lado eminentemente práctico
de la gestión industrial del medio ambien-
te. El libro tiene el acierto de arrancar con
una aproximación a los términos básicos
de ecología aplicada, económicos y jurídi-
cos que constituyen el marco conceptual
de la gestión ambiental por la empresa. El
primer capítulo realiza una revisión del
impacto humano en los ecosistemas y de
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las posibilidades de articular el crecimien-
to industrial dentro de unas pautas de de-
sarrollo sostenible. En un segundo capítu-
lo son analizadas las dificultades de conse-
guir una utilización no despilfarradora de
los recursos naturales debido a que, en el
contexto de una economía de mercado, és-
tos no tienen asignado un precio y los cos-
tes de degradación ambiental no son inter-
nalizados en la gestión empresarial.

Un segundo bloque de colaboraciones
esbozan algunas de las técnicas de protec-
ción ambiental que enmarcan la gestión
empresarial haciendo especial hincapié en
las de cuño más reciente. Los autores exa-
minan la regulación que se está gestando a
nivel comunitario en materia de responsa-
bilidad por daños ambientales. También se
aborda el estudio del papel de los instru-
mentos económicos en la defensa del me-
dio, cuestión de interés por el creciente pa-
pel que van a desempeñar estos instrumen-
tos. Otro apartado se encarga de examinar
la inversión en las empresas españolas en
medio ambiente y el papel del PITMA (Pro-
grama Industrial y Tecnológico Medioam-
biental) como mecanismo de dinamización
de la mejora y adaptación ambiental de la
industria española. Los dos siguientes ca-
pítulos realizan una revisión de la evalua-
ción de impacto ambiental y las auditorías
ambientales como métodos de control y de
prevención del deterioro ambiental. Ambos
capítulos se afrontan desde una perspecti-
va fundamentalmente práctica pretendien-
do facilitar una visión de los aspectos pro-
cedimentales pero sin profundizar en los
interrogantes y problemas que plantean es-
tos mecanismos.

El tercer, y último, grupo de colabora-
ciones se instala de lleno en la vertiente
práctica de las relaciones entre empresa y
medio ambiente ofreciendo una visión pa-
norámica de los problemas concretos de
gestión ambiental con que se encuentran
ciertas empresas tanto nacionales como
extranjeras. Una incursión por la gestión
ambiental de las empresas aceiteras, REN-
FE, químicas, mineras, térmicas y de ser-
vicios (golf) permite una mejor compren-
sión de los problemas reales con que se
encuentran las empresas. Estas experien-
cias aplicadas son de una gran utilidad pa-
ra comprender el variado abanico de obs-
táculos con que se encuentran las empre-

sas en materia de tutela ambiental. La lec-
tura de esta obra colectiva ofrece, precisa-
mente, como atractivo principal aportar
una aproximación interdisciplinar y prác-
tica de la gestión empresarial del medio
ambiente. Para los juristas, tantas veces
acusados de desconocer la realidad prácti-
ca y las técnicas que otras disciplinas
complementarias utilizan para la protec-
ción del medio ambiente, su consulta pue-
de sugerir nuevas perspectivas de enfoque
de la problemática ambiental.

III

El tercero de los libros propuestos al
lector constituye, con algunas modifica-
ciones, la tesis doctoral de Diego VERA JU-
RADO. Desde un prisma más clásico el au-
tor estudio los instrumentos tradicionales
de intervención administrativa en las acti-
vidades industriales, esto es, autorizacio-
nes y sanciones. VERA JURADO ciñe su estu-
dio a las actividades industriales por re-
presentar éstas el supuesto más significati-
vo de contaminación y degradación am-
biental. Después de una delimitación con-
ceptual, para situar el objeto de estudio,
de los términos «medio ambiente» y «acti-
vidades industriales», el autor estructura
su aportación en torno a los ejes preven-
ción-corrección. Las limitaciones adminis-
trativas de carácter preventivo encuentran
como instrumento preferente a las autori-
zaciones. En el libro se realiza un prolijo e
interesante desmenuzamiento de la autori-
zación como técnica de control de la disci-
plina ambiental de las actividades indus-
triales.

El autor propone una doble clasifica-
ción. Por un lado, estudia las autorizacio-
nes ligadas a los instrumentos de planifi-
cación (ordenación del territorio, urbanis-
mo...) que vendrían a ser un simple meca-
nismo de ejecución y en las cuales la dis-
crecionalidad administrativa está fuerte-
mente reducida; en clara contraposición
con este tipo de autorizaciones se encon-
trarían las que él denomina autorizaciones
de control directo que no responden a las
consideraciones globales de la planifica-
ción sino que otorgan a la Administración
la posibilidad de valorar discrecionalmen-
te la posibilidad de otorgarla o denegarla.
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Esta segunda vertiente lleva al autor a exa-
minar cuáles han sido las tendencias juris-
prudenciales en el control del otorgamien-
to de las autorizaciones y, especialmente,
en la ponderación de los dos bienes en
conflicto: medio ambiente y actividad in-
dustrial.

Un segundo criterio clasificatorio es el
de autorizaciones de «tracto único» (em-
plazamiento e instalación de actividades
industriales) y de «tracto continuo» (fun-
cionamiento). Fundamentalmente, las úl-
timas presentan una problemática intere-
sante, desde el punto de vista jurídico, que
el autor relaciona con los acto-condición y
la cuestión de los derechos adquiridos. En
este sentido, el autor detalla las condicio-
nes a las que con más frecuencia se en-
cuentra sometida la actividad industrial
(estándares de contaminación, imposición
de niveles técnicos y de seguridad, homo-
logación y certificación de los productos
industriales).

VERA JURADO estudia en la tercera y últi-
ma parte del libro la otra cara de la mone-
da de la tutela ambiental, la corrección-san-
ción. Después de un examen del tratamien-
to constitucional de la sanción ambiental,
el autor realiza un recorrido por el ejercicio
de la potestad sancionatoria en materia
ambiental, destacando sus manifestaciones
más habituales y los criterios de pondera-
ción de las sanciones administrativas.

Quizás deba achacársele a este libro una
excesiva concentración en los instrumen-
tos clásicos de tutela. La galopante trayec-
toria del Derecho Ambiental provoca, para
desgracia de los autores en prensa, que
con vertiginosa rapidez vean la luz, no so-
lamente nuevas normas, sino también téc-
nicas de intervención. La breve mención a
las evaluaciones de impacto ambiental, so-
bre la cual disponemos del riguroso y
completo trabajo de J. ROSA MORENO (Ré-
gimen jurídico de la evaluación de impacto
ambiental, Trivium 1993), y la ausencia de
una mención a la auditoría ambiental son
una muestra de este problema.

La lectura de esta obra es, por otra par-
te, muy recomendable y constituye un
complemento perfecto para esta «trilogía»
que se propone al lector (en la que tampo-
co estaría de menos la aportación de ROSA
MORENO).

En definitiva, saludamos con agrado la
publicación de estas tres obras que, junto
a algunas otras, robustecen el tronco del
Derecho ambiental español y tiene la vir-
tud de ofrecer una visión de conjunto de la
problemática ambiental de las actividades
industriales y de los instrumentos, clásicos
y nuevos, disponibles para hacer frente al
deterioro ambiental.

ALBA NOGUEIRA LÓPEZ
Universidad de Santiago de Compostel
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